
REPÚBLICA DEL ECUADOR

ASAMBLEA NACIONAL

Comisión Especializada Permanente de los Derechos de los Trabaiedores y Ia Segwidad Social

ACTA No 100

FECHA: Martes 18 de julio de20l2.

PRESIDE LA SESIÓN: Asambleísta Scheznarda Fernández

HORA DE INSTALACIÓN DE LA SESIÓN: 15h29

HORA DE CLAUSURA DE LA SESIÓN: 18h02

Asambleístas presentes: Armando Aguilar, Línder Altafuya, Betty Carrillo, Kléver García, Enrique

Herrería, Silvia Salgado, Stalin Subía, Nívea Yélez' Scheznarda Fernández.

Asar,nbleístas ausentes: Consuelo Flores y Carlos Samaniego'

En la ciudad de euito, a los dieciocho días del mes de julio de 2012, en la sala de sesiones de la

Comisión Especializada Permanente de los Derechos de los Trabajadores y la Seguridad Social, siendo

Ias l5h¡9,tras constatarse el quórum legal requerido, se instala la centésima sesión de esta Comisión,

con el objeto detratat el siguiente orden del día:

L. Recibir en comisión general a los representantes de la Asamblea General de Jubilados Pensionistas

y Tercera Edad del Seguro Social Ecuatoriano, quienes expondrán sus propuestas de reformas a la

Ley de Seguridad Social.

2. Conocer los nuevos proyectos de ley remitidos a esta Comisión, y acordar el mecanismo pala su

tratamiento.

3. Análisis y votación del Informe Unificado para primer debate de los proyectos de ley reformatorias

al Código del Trabajo y proyecto de Ley Otgánica de Igualdad Laboral.

4. Análisis y votación del Informe para primer debate del Proyecto de Ley Interprctativa de la

Disposicián General primera y Disposición Transitoria Primera del Mandato Constituyente Número

Ocho.

IJnavezaprobado el orden del día, la Presidenta dispone la lectura del primer punto del orden del día.

l. Recibir en comisión general a los representantes de la Asamblea General de Jubilados a
pensionistas y Terceia Edad del Seguro Social Ecuatoriano, quienes expondrán sus fu/
propuestas de reformas a la Ley de Seguridad Social. ry

En este punto se concede la palabraal señor Edison Lima Iglesias, Presidente de la Asambl 
"u 

d"'
pensioniitas y Tercera Edad del Seguro Social Ecuatoriano, quien solicita se de tratamiento y
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aprobación al proyecto de ley de reforma aIaLey de Seguridad Social por ellos presentado, dentro del
cual se contempla la instauración del día deI jubilado que permita la creación de un incentivo
económico, que se cree el subsidio de funerales y que los gastos que se ocasionen por velación,
traslado y entierros sean asumidos por el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social.

Posteriormente se concede la palabra a la señora Teresa Villavicencio y Luis Terán, representantes de
los jubilados, quienes solicitan a los miembros de la Comisión el trámite de sus planteamientos de
reforma alal-ey de Seguridad Social y que a través de una resolución de esta Dependencia Legislativa
se indique a los integrantes del Consejo Directivo del IESS la necesidad de que actualicen las
Resoluciones que se relacionen con los pedidos de reforma a la ley antes mencionada, solicitan además
se haga efectivo el "bono del jubilado" que incluso yahabría tenido informes favorables del Director
de Riesgos del Seguro Social, pero hasta el momento no se ha logrado hacer realidad pese a que
incluso cuentan con financiamiento.

Posteriormente, la Presidenta da la palabra al señor Germán Guayamabe, representante de los jubilados
de la Empresa Eléctrica.

Señor Germán Guayamabe, Presidente del Comité de Jubilados de la Empresa Eléctrica de
Guayaquil.- Señala que desde el año 2009 se rebajaron varios beneficios económicos a los jubilados
en virtud de la aplicación del Decreto 1701 que según el exponente no correspondía aplicarlo con la
empresa eléctrica del ecuador ya que el contrato se firmó cuando la empresa eléctrica era privada. El
contrato colectivo no fue revisado debido a que no pertenecían aI sector público, sin embargo de lo
cual los beneficios económicos fueron suprimidos. En julio de 2011 por disposición del Ministro de
Trabajo se les rebajó $132,50, por lo cual a los jubilados se les ha rebajado $243,50.Indican que han
realizado consultas al Ministerio de Relaciones Laborales, cuya respuesta del 10 de noviembre de 2010
indica que tienen que seguir recibiendo los beneficios suprimidos, sin embargo el 3 de Diciembre de
2010 el Ministro de Trabajo deja sin efecto la respuesta favorable a los jubilados. Sus planteamientos
se basan en que la ley no puede ser retroactiva, y no se pueden suprimir beneficios de la contratación
colectiva porque al momento de suscribirse el contrato la empresa era privada, así como tampoco no se
puede suprimir beneficios si nunca se procedió con la revisión del contrato.

Doctor Gustavo Mármol, representante de los jubilados del Magisterio y de la Universidad
Central.- Indica que debe conformarse un Consejo del Adulto Mayor para terminar con los conflictos
suscitados entre asociaciones y confederaciones de jubilados, que no sea nombrado por el gobierno
sino por la Asamblea Nacional, indica que debe conformarse un Consejo de Terapias de la Tercera
Edad, el cual desde hace dos años tiene los Estatutos aprobados pero por las discusiones por dirigir el
Consejo, hasta el momento no se ha hecho realidad, debiendo ser la Asamblea Nacional quien deba
elegir a los miembros de este cuerpo colegiado.

Asambleísta Línder Altafuya.- La Comisión debe dirigir los requerimientos necesarios para
solucionar sus planteamientos. En la Asamblea Nacional se aprobó una ley de reforma a la Ley de
Seguridad Social que permite el incremento automático anual de las pensiones jubilares, y en caso d

que no se le brinde cumplimiento el funcionario responsable debe ser destituido.

Asambleísta Nívea Yélez.- Indica que se debe exigir el cumplimiento de las reformas aprobadas, en
especial cuando se trata de la pensión de salud al cónyuge o al conviviente; solicita que la propuesta de

"x
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los jubilados sea trasladada a los Asambleístas integrantes de la Subcomisión de reformas a la Ley de
Seguridad Social para su respectivo análisis.

La Presidenta de la Comisión, Asambleísta Scheznarda Fernández dispone que por Secretaría se remita
toda la documentación presentada por los jubilados a los integrantes de la Subcomisión qtse analizará
los proyectos de reforma a la Ley de Seguridad Social.

Una vez que se ha dado por concluido el primer punto del orden del día, la Presidenta dispone se de
lectura al segundo punto atÍataÍ

2. Conocer los nuevos proyectos de ley remitidos a esta Comisión, y acordar el mecanismo para
su tratamiento.

En este punto, la Presidenta de la Comisión dispone que por Secretaría se de lectura de los nuevos
proyectos de ley remitidos a esta Dependencia Legislativa.

Secretaría informa que se han remitido dos nuevos proyectos de reforma a Ia Ley Orgánica del
Servicio Público a esta Comisión en calidad de insumo, proyectos presentados por la Asambleísta
Nívea Y élez y el Asambleísta Kléver Jiménez respectivamente.

La Presidenta de la Comisión propone que, en ruzón de que existe una Subcomisión designadaparu eI
análisis y elaboración del Borrador de Informe Unificado para Primer Debate de reformas a la Ley
Orgínica del Servicio Público, los nuevos proyectos sean remitidos a la misma, con la finalidad de que
sean anexados al informe que se encuentra en elaboración. Propuesta que es acogida favorablemente
por los Asambleístas presentes.

IJna vez que se ha llegado a un acuerdo sobre este punto la Presidenta dispone se de lectura al
siguiente punto del orden del día.

3. Análisis y votación del Informe Unificado para primer debate de los proyectos de ley
reformatorias al Código del Tratrajo y proyecto de Ley Orgánica de Igualdad Laboral.

En este punto, la Presidenta luego de dar la palabra al Asesor de la Comisión con el objeto de que
exponga el contenido del Informe aprobado por la Subcomisión respectiva, mencionando además que
al tratarse de un informe unificado de varios proyectos se debe definir si se procede con una única
votación de todo el informe, o se puede votar una por una las recomendaciones emitidas paru cada
proyecto, acordándose la votación de manera independientemente de las recomendaciones señaladas
para cada uno de los proyectos analizados.

El Asambleísta Kléver García sostiene que los proyectos no deben ser archivados, sino que deben ser
debatidos en el Pleno de la Asamblea Nacional con el objeto de que se presenten las aportaciones que
permitan su mej oramiento.

Moción.- Asambleísta Enrique Herrería.-Apoyada por el Asambleísta Kléver García.- Se proceda
con la votación del informe de reformas al Código del Trabajo aprobado por la Subcomisión ( ¡
respectiva, dando lectura únicamente a las conclusiones y resoluciones correspondientes a cada uno de .\/
los proyectos que se analizanen el mismo. T,
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Votación:

A favor: Armando Aguilar, Betty Carrillo, Kléver García, Enrique Herrería, Stalin Subía, Scheznarda

Fernández.
Abstención: Línder Altafuya, Silvia Salgado, Nívea Yélez.
Ausentes: Consuelo Flores, Carlos Samaniego.

Con seis votos a favor y tres abstenciones, se aprueba la moción presentada por el Asambleísta

Enrique Herrería.

La Presidenta de ta Comisión dispone se de lectura y tome votación del informe correspondiente:

INT'ORME UNIFICADO PARA PRIMER DEBATE DE LOS PROYECTOS DE LEY
REFORMATORIA AL CÓDIGO DBL TRABAJO Y PROYECTO DE LEY ORGÁNTC¿. NB

IGUALDAD LABORAL

L.- Objetivos del Informe

El presente informe tiene como objetivo el recopilar todos los debates, resoluciones, propuestas y
recomendaciones emanadas en la Comisión de los Derechos de los Trabajadores y la Seguridad Social,
así como de la ciudadanía en general que se han acercado a esta Comisión a proponerlas en función a
la socialización de los proyectos a fin de poner a consideración del Pleno de la Asamblea Nacional
para su tratamiento en primer debate.

2.- Antecedentes

Mediante memorando No. SAN-2011-1993, de fecha 31 de Octubre de2011, suscrito por el Doctor
Andrés Segovia Secretario General de la Asamblea Nacional, se remite ala Comisión de los Derechos

de los Trabajadores y la Seguridad Social con la finalidad de que se analice, unifique y se presente al

Pleno de la Asamblea Nacional, en un solo articulado los siguientes proyectos de ley, disponiendo su

tratamiento desde el7 de noviembre de20lI.

"Proyecto de Ley Interpretativa a las reglas 2 y 3 del artículo 216 del Código del Trabajo, publicado en

el Registro Oficial Nro. 167, de Diciembre 16 del 2005", presentado mediante oficio No. 215-P-

CDCCI-MM de fecha 02 de Diciembre de 2009 por parte de los Asambleístas Marco Murillo y Edwin
Yaca.

"Ley Reformatoria al Código del Trabajo", prosentado mediante oficio No. OAN-FC-027-2011, de

fecha 23 deMaruo 20II, por parte del Asambleísta, Francisco Cisneros Ruiz.

"Ley Reformatoria al Título II y Título Y Capítulo I y Capítulo II, Parágrafo 1". de la Codificación del I Z
Código del Trabajo", presentado mediante oficio No. AN-DNV-339-2OII, de fecha 12 de Mayo 20II//X
por parte de laAsambleísta Nívea Yélez. ^A

De la misma manera, mediante memorando No. SAN-2011- 25]6,de fecha 26 deDiciembre de 2011,

se remite a esta Comisión el Proyecto de Ley Orgánica de Igualdad Laboral, presentado por el
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Asambleísta Henry Cuji mediante oficio No. 004-HCC-AS-11 del 14 de enero de2011, memorando en
el cual se establece como fecha de inicio de trámite el 3 de enero de 2012.

En la nonagésima segunda sesión de Comisión del 25 de enero de 2012,los integrantes de la misma
acordaron la unificación de los proyectos relacionados con el Código del Trabajo y Ley Orgánica de
Igualdad Laboral, en uso de su competencia señalada en el artícuIo 26.2 de la Ley Orgánica de la
Función Legislativa, éste último en razón de que su contenido se refiere a una materia eminentemente
laboral.

De conformidad con 1o dispuesto en el Art. 57 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, la
Comisión Especializada Permanente de los Derechos de los Trabajadores y la Seguridad Social puso
en conocimiento de las y los asambleístas integrantes de la misma y de la ciudadanía en general, a
través del portal web de la Asamblea Nacional, el inicio del trámite y los textos de los proyectos de
ley. Así mismo se socializó el contenido de los mismos con varios sectores de la ciudadanía, entre los
cuales podemos citar a los representantes de la Unión General de Trabajadores del Ecuador (UGTE) y
deIaCámara de Industrias y Producción quienes emitieron sus importantes observaciones.

3. Análisis de los Provectos

3.1 Introducción.-

A Los proyectos según el orden señalado en los antecedentes de este informe se fundamentan en la
siguiente exposición de motivos:

^ El Proyecto de Ley Interpretatíva del Art. 216, reglas 2 y 3 del Código del Trabajo, establece que
el Estado garantizará a las personas trabajadoras el pleno respeto a su dignidad, remuneraciones y
retribuciones justas y el desempeño de un trabajo en condiciones saludables y libremente escogido
o aceptado.

El proyecto establece entre sus consideraciones que los trabajadores han sido víctimas tanto del
salvataje bancario durante el período 1998 - 1999 que afectó sus cesantías invertidas en los bancos
quebrados así como por la dolarización de la economía ecuatoriana acontecida en el año 2000,
afectando sus pensiones y desprotegiendo la subsistencia familiar, vital para obtener una calidad de
vida digna.

A En referencia al Proyecto de Ley Reformatoria al Código del Trabajo presentado por el
Asam.bleísta, Dr. Francisco Cisneros Ruiz, se fundamenta en la necesidad de garantizar sin
discriminación alguna, el efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución en defensa
de los derechos laborales, además busca el tratar de impedir que los empleadores se beneficien no
cubriendo las indemnizaciones que establece el Código del Trabaj o al finalizar la relación laboral,
mediante la suscripción simultanea del contrato de trabajo y Ia carta de renuncia firmada por el ,r
trabajador sin fecha, o firma en hoja en blanco, constituyéndose en un documento ilegal por La.l/
forma de su obtención, infringiendo los derechos de los trabajadores. 

^A El proyecto de Ley Reformatoria al Título II y Título V, Capítulo I y Capítulo II, Parágrafo 7". de
Ia Codifi.cación del Código del Trabajo, establece entre sus motivos que, el fin esencial del
Derecho del Trabajo es la protección de los trabajadores y trabajadoras considerándolos como la
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parte más débil de la relación laboral. La protección de estos derechos se lo puede realizar desde el
Estado o .de forma autónoma, ejercida por los propios trabajadores y trabajadoras a través de la
formación de sindicatos y más agrupaciones, siendo la negociación colectiva y la huelga,
instrumentos para combatir el poder económico del empleador.

Al existir una falta de protección a los derechos de los trabajadores y trabajadoras por parte del
Estado, además de una carencia de políticas laborales, se permite un debilitamiento y posterior
desaparición de los sindicatos y contrataciones colectivas, constituyéndose en una tarea conflictiva
el conformar y organizar sindicatos al permitir que el empleador contravenga la libertad sindical
mediante el despido de los trabajadores que quieran organizarse en sindicatos con el único objetivo
de evitar la contratación colectiva.

Es por ello la necesidad de incorporar una reforma en materia de libertad sindical y de negociación
de conflictos colectivos, con el objeto de evitar actos antijurídicos que conculquen los derechos de
los trabajadores y trabajadoras.

A Respecto al proyecto de Ley Orgánica de Igualdad Laboral, tiene como objetivo, según la
exposición de motivos del proponente, el de "...materiaIizar el principio constitucional de igualdad
y no discriminación, en el ámbito laboral de las personas, previstos en el Art. 11 numeral 2, segundo
inciso" de la Constitución; además, pretende aplícar sobre aquellas personas que tengan entre 35 a
60 años de edad con el objeto de otorgarles una preferencia al momento de la contratación laboral.
También se pretende constituir un recurso que permita ejercitar el derecho de igualdad laboral
interpuesto por cualquier persona.

Esta propuesta ha sido construida, según su proponente, en función de los antecedentes de
discriminación laboral que se ha producido en el Ecuador, sobre todo con aquellas personas
mayores de 35 años que se han visto obligados a sufrir los efectos del desempleo y la exclusión
social, y se "calcula que actualmente, más del cincuenta por ciento de la masa laboral desocupada,
está constituida por personas que superan los 35 años de edad".

Se establece además que, la discriminación trasciende a personas pertenecientes a los pueblos y
nacionalidades indígenas, montubias y afrodescendientes así como también al sector de las mujeres
y a aquellos que sufren de enfermedades catastróficas.

3.2 Marco Constitucional:

A Dentro del marco constítucional, respecto del proyecto de Ley Interpretativa del Art. 216 reglas 2
y 3 del Código del Trabajo, se garantiza los derechos de los mayores adultos de tener una vida
digna y evitar ser discriminados, así lo establece el artículo 11 en sus numerales 2,3 y 8, además de
los artículo s 33, 36,37 ,38, 66 de la Constitución de la República.

El Art. 120 numeral 6 de la Constitución, otorga a la Asamblea Nacional entre otras atribuciones, el ( t
de interpretar leyes con carácter generalmente obligatorio. ry.'y'\

A En consi.derqción al proyecto de Ley Reformatoria al Código del Trabajo presentado por el
Asambleísta Dr. Francísco Cisneros Raiz, sl marco constitucional se basa en lo dispuesto en los
Arts. 33, 325 y 326.2 de La Carta Magna en reconocimiento a que el trabajo es un derecho y un
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deber social que el Estado debe ganntizal en observancia a los conceptos de vida digna y a Ia
consideración de que los derechos de los trabajadores son irrenunciables e intangibles.

^ En referencia al proyecto de Ley Reformatoria al Título II y Títalo V, Capítulo I y Capítulo II,
Parágrafo 7". de In Codificación del Código del Trabajo, su marco constitucional está dado en

aplicación a lo dispuesto en el artículo 326 numerales 2,8, 10, 12, 13 y 14 de la Constitución de la
República, mismo que hace consideraciones respecto a los principios rectores del derecho al
trabajo, exaltándose el derecho y la libertad de organización de las personas trabajadoras, sin que de
por medio exista alguna autorización previa.

A Así también se resalta el deber del Estado de estimular Ia creación de organizaciones de
trabajadoras y trabajadores, empleadores y empleadoras, fomentando el diálogo social como medida
de solución de conflictos debiendo garantizarce la contratación colectiva entre trabajadores y
trabajadoras y sus empleadores.

A Respecto al Proyecto de Ley Orgónica de Igualdad Laboral, en atención a su marco constitucional
se establece que el artículo LI.2 delaCarta Magna hace referencia al principio de igualdad y no
discriminaciíny a la adopción de medidas de acción afirmativa que permitan promover la igualdad
frente a situaciones de desigualdad que podría sufrir el titular del derecho.

Así también se refiere al artículo 6I.7 de la Constitución en el cual se otorga el derecho a

desempeñar empleos y funciones públicas con base en méritos y capacidades, dentro de un sistema
de selección y designación que permita la participación e igualdad de oportunidades para las
personas, incluidos aquellos y aquellas con discapacidad.

3.3 Estructura, Pretensión y Análisis de los Proyectos

Proyecto de Ley Interpretativa a las reglas 2 y 3 del artículo 216 (Iubilación Patronal) del Código
del Trabajo, presentado por el Asambleísta Marco Murillo y Edwín Vaca.

Este proyecto de ley interpretativa está compuesto de tres artículos. El primero que hace referencia a la
pensión mensual de jubilación interpretando el segundo inciso de la segundaregla, del artículo 216 deI
Código del Trabajo; el segundo interpretando la regla tercera del mencionado artículo; y, un tercer
artículo que habla del régimen de vigencia de dicha ley interpretativa.

Pretensión:

Se pretende a través de una Ley Interpretativa incrementar las pensiones que por jubilación patronal
contempla el artículo 216 deI Código del Trabajo a través de la incorporación de una escala en función
a los años de servicio del trabajador jubilado. El proyecto además contempla que en caso de
fallecimiento del trabajador jubilado, el o los herederos continúen percibiendo este beneficio por el
lapso de dos años.

Observaciones:

A El proyecto corresponde a una ley interpretativa de las reglas 2 y 3 del artículo 216 deI Código del
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Trabajo, sin embargo del texto del proyecto se advierte que éste es reformatorio a lo dispuesto en
el primer inciso del artículo citado, pues dicha norma, al referirse a la jubilación a cargo de los
empleadores empieza diciendo: "Los trabajadores que por veinte y cinco años o más...". De aquel
se desprende que se utiliza Tapalabra trabajadores a lo largo del contenido de toda esta norma,
refiriéndose siempre al trabajador; mientras que el proyecto se refiere a 'Jubilados", lo que
constituiría una reforma al primer inciso del Art. 2L6 el Código del Trabajo ya que el proponente
los considera como jubilados a aquellos trabajadores que hayan laborado a partír de los 20 años en
adelante, cuando la norma actual los sigue considerando trabajadores.

Considerarlo en el proyecto como jubilados, podría dn a entender que únicamente con haber
cumplido 20 años de prestación de servicios se convierten en jubilados; es decir dicha condición
se daría, según el texto del proyecto, únicamente por el transcurso de un tiempo determinado
cuando la condición de aquel se da por el transcurso de un tiempo definitivo sumado a la voluntad
del trabajador de acogerse a la jubilación, pues es desde este momento en el cual el trabajador se

vuelve jubilado mas no únicamente por el transcurso del tiempo ya que es sólo un elemento
más para tal condición.

Además, el proyecto de ley interpretativa es reformatorio y no interpretativo en considerución a
que el primer inciso del artículo 216 del Código del Trabajo establece que aquellos trabajadores
que hayan cumplido 25 aflos de labor tendrín el derecho de acogerse a la jubilación; mientras que
la ley interpretativa de la segunda regla del artículo 2161bídem, establece como tiempo de trabajo
mínimo para poder obtener el I00Vo de la jubilación, 30 años de servicios, por 1o que se estaría
reformando 1o dispuesto en el primer inciso del Art.216.

También el artículo 1 del proyecto crea una escala para el pago de pensiones jubilare
estableciendo los porcentajes a recibir el cual es:

a.- I007o para aquellos jubilados que hayan cumplido 30 años de servicio.

b.- 7 5Vo para aquellos jubilados que hayan cumplido 25 años y más, hasta los 29 años de servicio.

c.- 507o para aquellos jubilados que hayan cumplido 20 años y más hasta los 24 años de servicio,
además de la escala respectiva de lajubilación proporcional que señala la Ley, entendiéndose
que la escala proporcional hace referencia a lo dispuesto en el artículo 188 del Código del
Trabajo, cuando regula el pago proporcional de jubilación patronal para casos de despido
intempestivo a trabajadores que hayan cumplido de veinte a veinticuatro años de servicio.

Este último valor proporcional de la escala en referencia es igualmente reformatoria a lo dispuesto en
Ia regla 2 del artículo 216 Código del Trabajo, pues, en dicha norma se establece que el valor mínimo a
recibir por el trabajador en concepto de jubilación patronal es de veinte dólares mientras que con lu f )
escala aludida en el proyecto recibiría una suma mucho mayor. ry.

/)
Además, por un lado se ha creado una escala de pensiones en función a los años de trabajo; por otro
lado se ha incorporado en dicha escala, a aquellos trabajadores que hayan cumplido veinte años de
servicio mínimo hasta24 años, situación que se encuentra considerada en el actual Código del Trabajo
en el Art. 188, el cual reconoce para el tiempo de trabajo antes referido, también una pensión jubilar
pero de forma proporcional, siempre y cuando exista de por medio un despido intempestivo; es decir,
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en la propuesta se estaría incorporando, en la jubilación considerada como ordinaria, Art. 216 del
Código Laboral, a aquellos que han trabajado por un tiempo de20 a24 aflos, y además, se le concede

la pensión proporcional que contempla el Código del Trabajo pero que sin que de por medio exista un

despido intempestivo, por lo que, nuevamente la propuesta se constituiría en reformatoria.

Se debe considerar además, que tal y como se encuentra presentado el proyecto respecto aI alza de

pensiones, esta es excesiva en atención al salario básico unificado, como lo expresa el Art. 216 del
Código el Trabajo, si se consideran además ciertos índices económicos para su cálculo, el mismo que

debe ser proporcional y estar acorde alarealidad laboral y económica del país, pues de aquel no se

desprende un estudio técnico ni se identifica bajo qué condiciones se establece su cálculo. Dicha
situación desmedida ocasionaría, al tener el empleador una carga sumamente mayor de aportes

mensuales al IESS, despidos masivos, sobre todo en empresas y compañías en donde el número de

trabajadores es de consideración, contradiciendo así con lo dispuesto en los Arts. 325 y 326.1 de la

Constitución ya que al provocar la eliminación de las plazas de trabajo y acceso a las mismas, se

estaría atentando contra el derecho al trabajo y contra el derecho a que el Estado impulse el pleno

empleo y la eliminación del subempleo y del desempleo.

Conclusiones:

a.- Debe considerarse el proyecto como reformatorio y no interpretativo, en atención a la creación
escalas en razón al tiempo de trabajo de las personas y al aumento de las pensiones. La calificación
del proyecto como reformatoria se da en uso de la competencia atribuida en el Art. 26.2 de la Ley
Oryánica de la Función Legislativa.

b.- No se podría incrementar las pensiones en los términos del proyecto pues constituiría \fia carga

excesiva al empleador respecto de los aportes que mensualmente deberá aportar al IESS en atención

al derecho que por jubilación patronal tiene el trabajador jubilado, lo que ocasionaría que los

empleadores se vean obligados a despedir a sus trabajadores, contrariando lo dispuesto en los Arts.
325 y 326 numeral 1 de la Constitución en donde se precisa que, el Estado impulsará el pleno

empleo y la eliminación del subempleo y desempleo, pues tal como ocuffe actualmente los

trabajadores son despedidos antes de llegar a tener 20 años de servicio, justamente porque el

empleador no quiere asumir esta obligación, y más aún cuando se pretende que los herederos del

trabajadorjubilado patronal, tengan el derecho extensivo a recibir la pensión patronal por dos años

más, cuando en la actualidad este beneficio se otorga por un año.

c.- En el proyecto, al referirse a las escalas y valores porjubilación, no se desprende un estudio técnico

del mismo, ni se identifica bajo qué condiciones se establece su cálculo, pudiendo calificarse como

excesivo si se consideran ciertos índices económicos, el cual que debe ser proporcional y estar

acorde a la realidad laboral y económica del país.

d.- No se distingue bajo qué criterio o estudio actuarial se pretende enfocar el incremento de la
jubilación patronal, sobre todo cuando el trabajador jubilado percibe la jubilación por vejez del
IESS.

Resolución:
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.A Por las consideraciones expuestas esta Comisión de los Derechos de los Trabajadores y la
Seguridad Social, resuelve emitir informe no favorable y recomendar el archivo del Proyecto de

Ley Interpretativa a las reglas 2 y 3 del artículo 216 del Código del Trabajo por ser reformatorio y
no interpretativo y por no ser viable al no contar con un estudio técnico actuarial de impacto que
sustente la propuesta que establezca la viabilidad de aquel en atención ala rcalidad económica y
laboral del Ecuador.

Votación:

A favor: Armando Aguilar, Línder Altafuya, Betty Carrillo, Enrique IJerrería, Silvia Salgado, Stalin
Subía, Scheznarda Fernández.

En contra: Kléver Gncía.

Abstención: Nivea Y élez

Ausentes: Carlos Samaniego, Consuelo Flores.

Con siete votos a favor, uno en contra y una abstención, se aprueba la recomendación constante en el
Informe.

Proyecto de Ley Reformatoria del Código del Trabajo al artículo 169 numeral2 sobre las causas
para la terminación de la relación laboral y sobre los artículos referentes a la prescripción de las
acciones de reclamos de las y los trabajadores, presentado por el Asambleísta Francisco
Cisneros.

Pretensión:

Se pretende sustituir el numeral 2 del artículo 169 por la figura de la renuncia y que las acciones para
reclamar o demandar por parte los trabajadores contra sus empleadores no tengan un tiempo de
prescripción, es decir, sean imprescriptibles.

Observaciones:

"Art. 326.- El derecho al trabajo se sustenta en los siguientes principios:

2. Los derechos laborales son irrenunciables e intangibles. Seró nula toda estipulación en

contrario.

"Art. 769.- Causas para la terminación del contrato individual.- El contrato individual de t
terTmna:

2. Por acuerdo de las partes;"

El proyecto en referencia propone sustituir el texto del numeral 2 del
Trabajo por el siguiente: "Por renuncia del trabajador suscrita ante el

rabajo

&
Art. 169 del Código del

Inspector del Trabajo; y,
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aceptada por el empleador.". De 1o expuesto se advierte que este sustituye la palabra "acuerdo"
por "renuncia" e incorpora en su texto, que dicha renuncia se 1o haga ante el inspector de trabajo y
que sea aceptada por el empleador. Por un principio general del derecho laboral, constitucional y
universal, los derechos del trabajador son irrenunciables, por lo que no se podríalegalizar la figura
de la renuncia, a pesar de que la renuncia del trabajador como tal, no quiere decir renuncia de

derechos, pues el empleador de igual forma tiene la obligación de pagar 1o correspondiente a su

trabajador que comprendería el pago de los días trabajados, los proporcionales de los décimos
tercero y cuarto sueldos, de ser el caso, y vacaciones no gozadas por parte del trabajador, pago que

se realizará a la firma del acta de finiquito, ante el inspector de trabajo, según lo dispuesto en el

fut. 595 del Código de Trabajo; sin embargo, dicha expresión podría causar confusión o crear
suspicacias en los empleadores al momento de realizar la liquidación de sus trabajadores.

Además, cabe señalar que el Art. 595 del Código del Trabajo vigente, establece ya la facultad a

favor del trabajador, que en el caso que la liquidación de sus haberes no haya sido practicada ante

el inspector de trabajo y no fuera pormenoriza, podrá ser impugnada por aquel; es decir, el propio
Código det Trabajo ya reconoce la obligación de rcalizar la liquidación de los haberes del
trabajador ante el inspector de trabajo, por lo que estaría recogido en esta norma la propuestay Ia
intención presentada por el Asambleísta Francisco Cisneros en su proyecto reformatorio del
Código del Trabajo, en atención a su Art. 1. En virtud de aquello no se justificaría el considerar
esta propuesta.

Respecto al tema de la prescripción referida en el proyecto en sus Arts. 2, 5 y 6, los cuales

promulgarían la imprescriptibilidad de las acciones mediante la declaración de no prescripción, en

el caso del primer artículo del proyecto; y, en los siguientes artículos antes referidos, por la
eliminación de los Arts. 636 y 637 del Código del Trabajo que hacen relación a prescripciones
especiales y a Ia suspensión e interrupción de la prescripción, respectivamente. Respecto a

aquello se puede advertir que la eliminación de la figura de la prescripción es atentatoria a los
principios de la seguridad y la certeza jurídica, contenidas en el Art. 82 de la Constitución de la
República del Ecuador y desarrolladas a lo largo de ella, siendo estos principios, medulares del
debido proceso.

La prescripción es una de las formas de extinción de los derechos y acciones, misma que está dada

por el simple transcurso del tiempo, la cual tiene como fundamento o razón de ser, la seguridad
jurídica, que es un principio del derecho universal que se basa en Ia certeza jurídica, pues la
incertidumbre que conlleva la imprescriptibilidad no puede prolongarse en el tiempo y constituirse
en indefinida; sin embargo de aquello, el Código de Trabajo y la jurisprudencia han establecido
como derechos imprescriptibles a favor del trabajador, la jubilación patronal y los fondos de

reserva.

Por seguridad jurídica se debe entender el reflejo del ordenamiento positivo aplicado en las

situaciones individuales, entendiéndolo como un sistema que obliga por igual a todos los
ciudadanos, incluso al Estado y que su validez como tal, está dada en función a la vigencia del
derecho, por lo que la seguridad jwídica conlleva la existencia de un sistema regulador y
prescriptivo de conductas en situaciones individuales, parte de sus derivaciones se puede

considerar, la irretroactividad de los preceptos jurídicos, reconocimiento de la cosa juzgada y )
también Ia prescripción entre otros. A/u'

/
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La imprescriptibilidad de los derechos de los trabajadores constituiríauna avalancha de demandas
por parte de los ex trabajadores contra sus ex patronos sin consideración del tiempo, lo que
acarrearía que el nivel de demandas laborales inunden las judicaturas del país, ocasionando un
verdadero colapso y caos jurídico y judicial a nivel nacional, e incidiendo directamente con la
estabilidad laboral y el decrecimiento de plazas de trabajo, debido alafalta de gnantías jurídicas.

El Art. 326 de la Constitución de la República, en su numeral segundo, habla de que el derecho al
trabajo se sustenta, entre otros principios, en los de inenunciabilidad e intangibilidad de los
derechos de los trabajadores, lo cual no se puede tratar de asimilar con la figura de la
imprescriptibilidad. Estos principios buscan proteger a los trabajadores, por considerarlos la parte
más débil de la relación laboral ante los posibles abusos y violaciones legales del empleador,
conservando sus derechos conculcados por el empleador por supuestas renuncias a los mismos.

Cabe advertir, que a lo largo de la Constitución se establece muy puntualmente los temas que
recogen la imprescriptibilidad, como son los contenidos en los Arts. 12, 5J.4,80,233,290,3I7,
318, 319, 396 y 408 de la Constitución, pero en ningún momento se hace refercncia a la
imprescriptibilidad en eI área laboral, por lo que se puede pensar que no estuvo en la intención de
los constituyentes establecer prescripciones en este tema lo que si ocurrió en otras como al
momento de desarrollar los derechos del buen vivir se estableció que el agua es constituye
patrimonio nacional estratégico de uso público, inalienable, imprescriptible, inembargable y
esencial para Ia vida, así también el derecho de las comunidades pueblos y nacionalidades
indígenas de conservar la propiedad de sus tierras comunitarias, las acciones y penas por delito de
genocidio, lesa humanidad, crímenes de guerra, medio ambiente, entre otras. En virtud de aquello,
la imprescriptibilidad en materia laboral deberá regularse por la Ley, pues al no existir una norma
en la Constitución que haga referencia a aquella figura jurídica,lo dispuesto en el Código del
Trabajo respecto de la prescripción de las acciones y derechos, no son de ninguna manera
contrarios a la Constitución.

En relación al artículo 4 del proyecto, en el cual se sustituye el Art. 635 del Código del Trabajo
por el siguiente texto: "Prescripción de las acciones provenientes de actos o contratos. Los
derechos laborales son irrenunciables e intangibles. Será nula toda estipulación en contrario, se
establece que el texto propuesto en el proyecto ya se encuentra recogido en el Art. 4 del acfial
Código el Trabajo cuando dice: "Los derechos del trabajador son irrenunciables. Será nula toda
estipulación en contrario. Así también, de igual forma como establece el proyecto, se lo considera
en la Constitución de la República en su Art. 326.2:

"EI derecho al trabajo se sustentan los siguientes principios:
2. Los derechos laborales son irrenunciables e intangibles. Será nula toda estipulación en
contrario."

Conclusiones:

a.- No sería viable derogar las normas contenidas en los Arts. 636 y 637 del Código de Trabajo, como
lo sugiere el Proyecto de Ley Reformatoúa aI Código de Trabajo por ser atentatorias a la seguridad
jurídica y aIa certezajurídica, principios contenidos en la Constitución que son también parte del- /
debido proceso. A /ry
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b.- Respecto al Art. 4 del Proyecto de L,ey, se determina que este es meramente declarativo y que su
contenido ya lo expresa la propia Constitución en su Art.326.2 y el Código del Trabajo en el Art. 4.

c.- No es recomendable la eliminación de la figura de la prescripción en el Código de Trabajo para
reclamar los derechos, salvo las excepciones consideradas en la Ley y la Jurisprudencia ecuatoriana,
pues el considerarlo conllevaría atentar contra el principio de seguridad jurídica y la certezajurídica,
antes aludidos, así el Art. 82 de la Constitución al referirse a la seguridad jurídica, se fundamenta en la
existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por la autoridad competente.

Resolución:

A Por las consideraciones expuestas esta Comisión de los Derechos de los Trabajadores y la
Seguridad Social, resuelve emitir informe no favorable y recomendar el archivo del proyecto de
Ley Reformatoria al artículo 169 numeral 2 deI Código del Trabajo, sobre las causas para la
terminación de la relación laboral y sobre los artículos referentes a la prescripción de las acciones
presentadas por los trabajadores, por no ser viable y ser atentatorio contra la seguridad y cerfeza
jvídica, principios contenidos en la Constitución de la República.

Votación:

A f¿vor: Armando Aguilar, Betty Carrillo, Enrique Herreúa, Silvia Salgado, Stalin Subía, Scheznarda
Fernández.
En contra: Línder Altafuya, Kléver García, Nivea Yélez.
Ausentes: Carlos Samaniego, Consuelo Flores.

Con seis votos a favor y tres en contra, se aprueba la recomendación constante en el Informe.

3.- Proyecto de Ley Reformatoria al Título II (Contrato Colectivo de Trabajo) y Título V (De las
Asociaciones de Trabajadores y de los Conflictos Colectivos), Capítulo I y Capítulo II, Parágrafo
1 del Código del Trabajo, presentado por Ia Asambleísta Nívea Yélez.

Pretensión:

La pretensión del proyecto es el de otorgar las funciones que el actual Código del Trabajo establece
para el comité de empresa, a los sindicatos, y que sean éstos los que negocien y suscriban los contratos
colectivos, así como también el que aquel participe en los conflictos colectivos. Busca además que los
sindicatos se puedan constituir con un número mínimo de 15 trabajadores y que la designación del
Presidente de los Tribunales de Conciliación y Arbitraje, sea realizada por las Cortes Provinciales de
Justicia. La pretensión se dirige también a incorporar entre los procedimientos del Código del Trabajo,
la aplicación de una acción constitucional como es la acción de protección cuando no se registre la
creación de un sindicato o una directiva del mismo.

Observaciones:

La Constitución de la República en el artículo 326 numerales 7 ,8, 9, 10, 12, 13 y 14 establece los
principios y más lineamientos rectores del derecho sindical, los conflictos colectivos y contratos
colectivos, de los cuales se resalta el que garuntiza el derecho y libertad de organización de las
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personas trabajadoras, sin autorización previa, misma que está en concordancia con lo dispuesto

en el Art. 440 del Código del Trabajo que se refiere a la obligación que tiene el Estado de

proteger la libertad de asociación de los trabajadores.

El proyecto pretende sustituir las funciones que tiene el Comité de Empresay entregárselo a los

sindicatos, principalmente en lo atinente a negociación de contratos colectivos y su intervención
en conflictos colectivos. Busca además una prolifercción de sindicatos a través de la reducción del

número de trabajadores (15) para su constitución, lo cual permitirá debilitar al mismo sindicato,
pues sería mucho más fácil para el empleador el desvincular a un número de 15 trabajadores que a

un número 30 que es la cantidad requerida en la actualidad parala constitución de un sindicato.

Además, esta disminución del número de trabajadores para conformar un sindicato permite una
pérdida de representatividad del sindicato, pues su injerencia sería mínima y favoreceúa a Ia
división sindical de los trabajadores.

El proyecto plantea que la representación de los trabajadores recaerá sobre aquel sindicato que

tenga la mayor cantidad de trabajadores asociados, conculcando el derecho de las minorías que

está reconocida en la Constitución, pues, al no tener aquellas un representante en aquel sindicato
obviaría su participación en la toma de decisiones gremiales.

El Código de Trabajo, en el Art. 459 habla de la constitución del comité de empresa, en donde se

demuestra una participación mucho más democrática que lo que propone el proyecto, pues además

permite que un afiliado a una asociación pueda ser miembro de la Directiva del Comité, mientras
que en el proyecto analizado se establece que únicamente los afiliados al sindicato podrán ser ante

un conflicto colectivo o la suscripción de un contrato colectivo, los únicos que participen.

El Código del Trabajo establece en su Art. 462Ias obligaciones que tiene la Directiva del Comité
de Empresa; mientras que en el proyecto no se hace referencia alguna respecto a las

responsabilidades del sindicato quien ejerce la representaci1n en los contratos y conflictos
colectivos.

El Comité de Empresa como tal se constituye con la participación de todos los representantes de

los trabajadores, y no únicamente con el sindicato mayoritario, independientemente del número de

sindicatos que existan en relación a un mismo empleador, por 1o que en el Comité si estarían

representadas las minorías.

El proyecto básicamente elimina el Comité de Empresa, obviando la disposición constitucional
prevista en el Art. 326.9 de la Constitución de la República, que precisa que todas las

organizaciones laborales del sector público estarán representadas por una sola organízación que

constituve el Comité Central Unico.

En el proyecto se crea un nuevo tipo de accíón constitucional como es "la acción de

constitucionalidad de protección", pues dicha designación no consta ni en la Constitución ni en la
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, ya que aquellas se refieren a
Ia acción de protección. Además, no se podría justificar crear en una ley un nuevo tipo de accíón
constitucional cuando ésta no se encuentra recogida en la propia Constitución.
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Además, las impugnaciones a que hace referencia el Art. 5 del proyecto, podrían ser también
presentadas en aplicación de Ia acción de protección contenida en el Art. 88 de la Constitución y
39 y siguientes de Ial-ny Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, por lo
que, al existir una acción constitucional en la cual se pueda impugnar lo mismo que 1o dispuesto
en el Art. 5 del proyecto, no se justifica de ninguna manera la creación de otra acción de

impugnación que tiene los mismos fines y objetivos que la acción de protección.

También, en el último inciso del Art. 5 del proyecto se impone un procedimiento nuevo, el cual
consiste en la facultad del juez de disponer en su primera providencia el cese o suspensión
temporal de la ejecución de los actos impugnados, ya sea a petición de parte o de oficio. Si
hablamos de acciones constitucionales, estos deberían estar contenidos en la Constitución o I-ey
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, que es una Ley que regula la
jurisdicción constitucional con el fin de garantizar los derechos reconocidos en la Constitución.

Este procedimiento se asimilaría ala presentación conjunta de medidas cautelares con la acciín
de protección, cuando tenga por objeto detener la violación del derecho, así lo establece eI Art.32,
segundo inciso de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.
Pertinente es explicar que las medidas cautelares tienen como objeto, evitar o cesar la amenaza o
violación de los derechos reconocidos en la Constitución y en instrumentos internacionales sobre
Derechos Humanos y que conllevan un carácter de inmediatez que comporta el ser ordenadas de
manera inmediata y urgente a fin de evitar o cesar la amenaza de conculcación de un derecho
constitucional; mientras que la acción de protección tiene como objeto el amparo directo y eficaz
de los derechos reconocidos en la Constitución y tratados internacionales y que no estén
amparados por otras acciones constitucionales.

En virtud de lo expuesto se puede concluir que se obtiene el mismo propósito expuesto en el
último inciso del Art. 5 del proyecto, mediante la presentacíín conjunta de medidas cautelares con
el requerimiento de cualquiera de las garantías jurisdiccionales previstas en la Constitución, en el
caso que nos ocupa sería la acción de protección, por lo que tampoco se justificaríala creación de

este nuevo tipo de acción constitucional.

Respecto a la huelga, el Art. 6 del proyecto establece entre los fines del sindicato, el empleo de la
huelga. Esta nunca podría constituirse en uno de los fines de un sindicato, pues la huelga mas allá
de constituirse en una medida de presión, podría complicar la solución del conflicto colectivo por
la dilatación de los procesos, cuando existen otros canales para su solución.

El Art. 326 numeral 12 de la Constitución de la República establece que todo conflicto colectivo
se someterá a los Tribunales de Conciliación y Arbitraje y no indica que estos sean o formen parte
de la Función Judicial. El proyecto busca que el Presidente de los Tribunales de Conciliación y
Arbitraje sea designado por la Corte Provincial de Justicia, norma que sería inconstitucional e

ilegal pues de conformidad con lo dispuesto en el Código Orgánico de la Función Judicial, entre
las competencias y atribuciones otorgadas a las Cortes Provinciales, no se encuentra el nombrar al
Presidente de los Tribunales en mención, además que otorgan a los fallos de este Tribunal la
condición de inapelables, 1o cual es totalmente inconstitucional conforme lo dispuesto en el Art. ¡,7
Tílitera| m) de la misma Constitución. ,X,

,/\A El proyecto al hacer referencia al registro de los sindicatos, lo desnaturaliza como tal pues, al
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existir oposición del funcionario a su registro deben someterse a la resolución del juez de trabajo
(siendo este un i.rámite netamente de tipo administrativo, lo cual implica que debería conocer una
autoridad administrativa y no judicial) Además, en caso de no estar de acuerdo con la resolución
del Juez de primera instancia, se podrá apelar, según el proyecto, a la Corte Provincial,
judicialízando una decisión que es netamente administrativa.

En el Art.27 del proyecto de Ley se establece que el sindicato de cualquier clase puede celebrar
un contrato colectivo; es decir, habrán tantos contratos cuantos sindicatos existan en la empresa, lo
cual constituiría en un retroceso en materia de negociación colectiva. Según el proyecto, el
sindicato mayoritario hace las veces del Comité de Empresa señalado en el Código del Trabajo
para presentar y negociar el contrato colectivo, lo cual carece de legitimidad pues no estaría
representando a todos los trabajadores sino únicamente a los trabajadores del sindicato
mayoritario.

En el sector público, se estaría en contraposición al Art. 326.9 de la Constitución, toda vez que

para efectos de la relación laboral en las Instituciones del Estado, el sector laboral, deberá estar
representado por una sola organizaciín; por lo que podría constituirse en inconstitucional y lo que
es peor, permitiría que federaciones o confederaciones participen en las negociaciones, las cuales
serían ajenas a dicho proceso.

Conclusiones:

a.- Dentro del proyecto no existe algún cambio significativo de 1o que contiene el Código del Trabajo
actual, lo único que se pretende es básicamente que las funciones del Comité de Empresa sean

asumidas por los sindicatos de trabajadores.

b.- En cuanto a reducir el número de trabajadores para constituir un sindicato, se conseguiría
únicamente una proliferación de sindicatos, la división y el debilitamiento de las asociaciones de

trabaiadores.

c.- Con el trámite de no registro que se plantea en el proyecto cuando el funcionario así lo pretenda, se

está creando que el trámite administrativo se judicialice y se convierta en un engoffoso e interminable
proceso.

d.- Se pretende crear una acción constitucional que ya está recogido en la Constitución de la República
y en la I-ny Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control constitucional.

e.- Se busca que la integración de los Tribunales de Conciliación
intervención de las Cortes Provinciales de Justicia y no sean

constitucionales.

Resolución:

y Arbitraje, se constituya con la
apelables vulnerando principios

Por las consideraciones expuestas esta Comisión de los Derechos de los Trabajadores y la
Seguridad Social, resuelve emitir informe no favorable y recomendar el archivo del proyecto.
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Votación:

A favor: Armando Aguilar, Betty Carrillo, Enrique Henería, Stalin Subía, Scheznarda Fernández.

En contra: Línder Altafuva. Kléver García. Nivea Yélez.

Abstención: Silvia Salsado.

Ausentes: Carlos Samaniego, Consuelo Flores.

Con cinco votos a favor, tres en contra y una abstención, no se aprueba la recomendación constante en

el Informe.

La Asambleísta Silvia Salgado solicita la rectificación de la votación. Una vez aprobada se procede

con la votación.

Votación:

A favor: Armando Aguilar, Betty Carrillo, Enrique Henería, Silvia Salgado, Stalin Subía, Scheznarda
Fernández.

En contra : Línder Altafuva. Kléver G ar cía. Nivea Y éIez.

Ausentes: Carlos Samaniego, Consuelo Flores.

Con seis votos a favor y tres en conffa, se aprueba la recomendación constante en el Informe.

Proyecto de Ley Orgánica de Igualdad Laboral presentado por el Asambleísta Henry Cuji.

El proyecto contiene 47 artículos, cinco disposiciones generales, cuatro disposiciones transitorias, y se

encuentra conformado por siete títulos, siendo necesario advertirse que no existe un título fV en el
proyecto de Ley ya que del título III se continúa con el título V.

Pretensión:

El proyecto de ley tiene como objetivo, desarrollar el principio eonstitucional de igualdad y no

discriminación, de acuerdo a lo prescrito en el Art. 11 numeral 2, segundo inciso de la Constitución, y
propugna la aplicación de una acción afirmativa en aquellas personas comprendidas entre los 35 y 60
años de edad, para efectos de ser considerados de forma prioritaria en la contratación laboral, así como
la inclusión de grupos étnicos minoritarios. También se pretende crear la acción de protección por el f ./
derechodeigualdadlaboral. H
A su vez, en el proyecto en referencia se establece como obligación para acceder a cualquier empleo,
tanto en el sector privado como en el público, se lo haga a través de concursos de mérito y oposición.

Debe considerarse que el principio de igualdad relacionado al tema laboral se encuentra desarrollado
como un eje transversal en varios artículos de la Constitución, tales como por ejemplo los Arts. 47.5,
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6I, 66, 70, 329, 330, 33I, siendo todos ellos complementarios entre sí, debiendo interpretarse las
normas constitucionales en el sentido que más se ajuste a la Constitución en su integralidad, y en el
caso de existir duda en su aplicación prevalecerá aquella que más favorezca a la plena vigencia de los
derechos reconocidos en la Constitución.

Observaciones:

El Art. 2 del proyecto al hablar de su ámbito, estable que esta Ley rige para "los empleadores de

los sectores público, privado...".

Al respecto cabe advertir que existe una diferenciación conceptual de lo que corresponde el sector
público y el sector privado. El sector público es el conjunto de organismos administrativos
mediante los cuales el Estado cumple, o hace cumplir la política o voluntad expresada en las leyes
del país.

Los artículos 225 y 226 de la Constitución de la República, Art. 3 de la Ley Orgánica del Servicio
Público y el Art. 315 de IaLey Orgánica de Empresas Públicas, establecen las funciones que
forman parte del sector público y demás organismos y entidades que lo conforman.

El sector público se contrapone al sector privado, pues mientras que para el primero su interés
primordial es el interés general, el cual requiere definir con antelación el ámbito de ese interés; en
el sector privado, como parte gravitante de la economía_de un país, tiene un ánimo de lucro en su

actividad en términos relativos, no está controlada por el Estado, a pesar de que el sector privado
puede involucrarse en las actividades del sector público a través de la concesión y sub
contratación de servicios o laprivatización.

Cabe resaltar que, en principio, la Ley Orgánica del Servicio Público, su reglamento, la Ley de
Empresas Públicas y el Código del Trabajo, son los cuerpos normativos que regulan todas las

relaciones e incidencias laborales de servidores y obreros del sector público; mientras que el sector
laboral privado está regulado por el Código del Trabajo, por lo que lo dispuesto en el Art. 2 del
proyecto de Ley, que hace relación a su ámbito de acción, precisa que éste regirá para todos los
empleadores de los sectores público y privado, sin que de por medio se haga una diferenciación de

lo que corresponde al sector público y al sector privado; siendo esto atentatorio a las competencias
contenidas en los cuerpos normativos antes citados, e impropia para regular las relaciones
laborales del sector público.

También, y por las consideraciones antes expuestas, se constituiría en una Ley reformatoria, tanto
al Código del Trabajo, Ley Orgánica del Servicio Público y Ley Orgánica de Empresas Públicas,
no existiendo además en el proyecto ninguna derogatoria a norma alguna o cuerpo normativo, lo
cual produciríaun conflicto de aplicación de normas.

El proyecto además establece procesos de selección sin consideración alguna del sector laboral.
Los procesos de selección y sus requisitos dentro del sector público se encuentran definidos en la
I-ny Orgánica de Servicio Público y su reglamento, debiendo resaltarse que en este sector se

habla de procesos de selección, mientras que en el sector privado 1o que se aplica es la libre¡'
contratación. /M{_/( _
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-A La Constitución de la República en el artículo I 1 numeral 2 y Art.61 numeral 7 señala:

"Art. 71.- EI ejercicio de los derechos se regiró por los siguientes principios:

2. Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades.

Nadie podró ser discriminado por razones de etnia, Iugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de

género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, filiación política, pasado
judicial, condición socio-económica, condición migratoria, orientación sexual,estado de salud,

portar VIH ,discapacidad, diftrencia física; ni por cualquier otra distinción, personal o

colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el

reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La lny sancionaró toda forma de

discriminación.

El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real en favor de los

titulares de derechos que se encuentren en situación de desigualdad."

A "Art. 61.- Las ecuatorianas y ecuatorianos gozan de los siguientes derechos:

7. Desempeñar empleos y funciones públicas con base en méritos y capacidades, y en un sistema

de selección y designación transparente, incluyente, equitativo, pluralista y democrático, que

garantice su participación, con criterios de equidad y paridad de género, igualdad de

oportunidades para las personas con discapacidad y participación intergeneracional."

Es decir, la Constitución contempla el principio de "Igualdad y no Discriminación" en todos los

ámbitos, incluido el laboral. El Estado tiene una obligación positiva de garantía, es decir, una

obligación de tomar todas las medidas que resulten necesarias para remover los obstáculos que

puedan existir, para que sus ciudadanos puedan disfrutar de los derechos que la Constitución les

reconoce, por lo que, una inacción de su parte ante una comprobada discriminación de facto,

resultaría en una violación de la Constitución y en un incumplimiento de sus obligaciones, estando

entre ellas el adoptar las medidas legislativas, o de cualquier otro tipo, que fueren necesarias para

hacer efectivos los derechos y libertades previstos en la Constitución.

De lo anterior se desprende que, ante el caso específico de aquellas personas o grupos sociales que

se encuentran en situaciones de desventaja frente al resto de la sociedad, no basta la simple
prohibición de la discriminación, sino que se hace necesario una iniciativa positiva por parte del

Estado mediante el cual se adopten medidas y mecanismos concretos tendientes a restablecer la
igualdad, siendo uno de estos las medidas de acción positiva.

En efecto, las acciones positivas son medidas tendientes a revertir la discriminación y las

desventajas fácticas de los sectores discriminados, concebidas para que los individuos
pertenecientes a estos grupos puedan superar la discriminación social a la cual están sometidos.
Esto se logra mediante el otorgamiento de un trato desigual (positivo) a dichas personas, basad? /
en su condición inherente de desigualdad. q,x
Sin embargo, la aplicación de este tipo de medidas debe estar estrictamente regulada y sometida a

controles severos para lograr resultados positivos. Normalmente, la aplicación de estas medidas se
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ven sometida a un escrutinio estricto por parte del Estado, el cual debe velar por que su aplicación
se haga de manera correcta y con el único objetivo de subsanar la desigualdad existente.

Asimismo, las medidas de este tipo obedecen a un criterio de temporalidad, es decir, su aplicación
solo es lícita mientras la situación de discriminación peÍmanezca, ya q\e mantener vigente una
acción positiva aún después de ser subsanada la situación de desigualdad, ueaúa de manera
directa y claru una discriminación nueva e injustificada.

En adición a 1o anterior, debe velarse siempre porque exista proporcionalidad entre los medios
utilizados y el fin buscado, ya que las medidas aplicadas son incongruentes con la realidad fáctíca
que se busca combatir y con los resultados que se busca lograr, por lo que resultan ser ilícitas y
discriminatorias, en virtud de lo cual, el escrutinio antes mencionado cobra aún mayor
importancia, debiéndose evaluar en cada caso particular si la medida se ha aplicado con
proporcionalidad y prudencia, evitando la aplicación de distinciones arbitrarias.

La Corte Europea de Derechos Humanos, con respecto aI principio de Igualdad y no
discrimina cíón, ha señalado lo siguiente :

"(...) el principio de igualdad de trato se viola si la distinción carece de justificación objetiva y
razonable. La existencia de tal justificación debe evaluarse en relación con el propósito y los
efectos de la medida en consideración, tomando en cuenta los principios que normalmente
prevalecen en las sociedades democráticas. Una diferencia de trato en el ejercicio de un derecho
establecido en la Convención no solo debe buscar un fin legítimo: .......[el principio de igualdad]
se viola igualmente cuando se establece de manera clara que no hay una relación razonable de
proporcionalidad entre los medios utilizados y el fin que se busca llevar a cabo".

En el título III, en los artículos 14 a 16 del proyecto se señala las medidas de acción afirmativa a

favor de las personas en situación de desigu aldad y en riesgo de ser discriminadas, entre las cuales
se encuentran:

1. Puntuación por experiencia laboral solo a favor de las personas mayores de treinta y cinco
años.

2. En caso de empate o mínima diferencia entre dos o más aspirantes, la nómina deberá ser

encabezada por la persona en riesgo de ser discriminada.

3. Un mínimo del 40Vo del personal seleccionado debe corresponder a personas cuyas edades

superen los treinta y cinco años de edad.

4. Incluir a personas de origen indígena, montubio o afrodescendiente.

Incluir a personas de distinta identidad cultural, orientación sexual, portadora de VIH, o con
cualquier diferencia física o idioma.

Expedir una certificación por parte del Ministerio de Relaciones Laborales, a favor de las
empresas que cumplan con las disposiciones del proyecto, la misma que en el caso de las
empresas privadas constituirán requisitos indispensables para participar en licitaciones

5.

6.

Página 20 de 39



REPUBLICA DEL ECUADOR

ASAMBLEA NACIONAL
Comisión Especializada Permanente de los Derechos de los Traba¡hdores y Ia Segaridad Social

7.

8.

públicas.

Publicación en los medios
principio de Igualdad y No

Sanciones y multas.

de difusión de los concursos de méritos y oposición, resaltando el
discriminación.

9. Adjudicación del cargo a la persona discriminada, en el caso de comprobarse tal situación en
los procesos de selección.

Las medidas de acción affumativa, cuya aplicacíón se busca con el proyecto de Ley Orgánica de
Igualdad Laboral, deben ser proporcionales a aquellas situaciones que se pretende suprimir, caso
contrario dichas medidas podrían ser contrarias al fin que se persigue con las mismas, en este caso con
la prohibición de discriminación en el acceso a los puestos de trabajo. Vale mencionar la
Jurisprudencia de la Corte Constitucional de Colombia, que para verificar una situación
discriminatoria y que las medidas afirmativas para enfrentar dicha situación son proporcionales, ha
señalado lo siguiente:

"Ahora bien, tanto el legislador como la administración tienen un margen de acción para adoptar
decisiones políticas que, en alguna medida, pueden afectar la situación de unas personas y privilegiar
la de otras en la sociedad, sin una justific ación constitucionalmente razonable. Por eso, la igualdad que
el proceso de selección de empleados y obreros se realice previa capacítación dictada por el mismo".

Las razones que resultan legítimas para adoptar tratos diferenciales deben procurar además, restringir
en la menor medida posible tanto el derecho general a la igualdad como los demás derechos y
principios constitucionales que puedan verse involucrados (afectados, intervenidos) en la decisión. En
tal sentido, las medidas deben ser proporcionales.

Por esa raz6n, la Corte ha expresado que para que un trato diferenciado sea constitucionalmente
válido, debe tener un propósito constitucionalmente legítimo, y debe ser proporcional en el sentido de
que no implique afectaciones excesivas a otros propósitos constitucionalmente protegidos. La
proporcionalidad del medio se determina entonces mediante una evaluación de su "idoneidad para
obtener el fin (constitucionalmente legítimo de acuerdo con el principio de nzón suficiente);
necesidad, en el sentido de que no existan medios alternativos igualmente adecuados o idóneos pnala
obtención del fin, pero menos restrictivos de los principios afectados; y proporcionalidad en sentido
estricto, esto es, que el fin que la efectividad del fin que se persigue se alcance en una medida mayor a
Ia afectación de los principios que sufren restricción, y particularmente, del principio de igualdad".

En decir, para que efectivamente las medidas de acción afirmativa contempladas en el proyecto sean
aplicables, se debería verificar en primer término su "proporcionalidad", mediante la evaluación de su
idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto.

De acuerdo con los parámetros establecidos por las Cortes, Europea e Interamericana de Derechos
Humanos, debe evaluarse cada situación en específico, verificando que con ello se persiga un fin
legítimo, que la medida sea razonable y proporcional (revisando, valga la redundancia, su idoneidad,. 

,

necesidad y proporcionalidad en sentido estricto) y que obedezca a criterios de temporalidad. 
H
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Respecto a la selección de personal y capacitación establecido en el Art. l4,Iiteral c) del proyecto, se

señala como uno de los requisitos para la selección de personal, la calificación de evaluación,
indicándose que se realizará sobre los conocimientos adquiridos en la capacitaciín dictada por el
empleador durante el proceso de selección como tal. En nuestro Código de Trabajo no se prevé entre
las obligaciones del empleador, que el proceso de selección de empleados y obreros se realice previo
capacitaci1n dictada por el mismo.

El Art. 28 del proyecto de Ley, prohíbe a las autoridades, funcionarias y funcionarios del sector
público y las ejegutivas y ejecutivos de las empresas privadas contra quienes recayene la presunción de

responsabilidades por discriminación laboral en caso de interposición de recurso de igualdad laboral,
demandar por daño moral o pedir reparación económica a la persona demandante. Lo expuesto
contradice 1o señalado por la Constitución en el Art. 11 numeral 4 que señala: "Ninguna norma
jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni de las garantías constitucionales", en relación
con el Art.75 ibídem que dice: "Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y ala tutela
efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación
y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión".

En el Art. 30 del proyecto se establecen las sanciones con respecto a quien de manera arbitraria impida
el ingreso de una persona a su puesto de trabajo, pot tazones de desigualdad y discriminación. Sin
embargo, no se tipifica de manera expresa y clara las sanciones para las personas que laboran en el
sector público, haciendo referencia que para estos casos se aplicará la Ley Orgánica del Servicio
Público y el Código Laboral; cuerpos normativos que no contienen disposiciones expresas sobre las
sanciones que serán aplicables a la conducta antes indicada.

En el proyecto se prevé cuatro tipos de compañías, las públicas, privadas, mixtas y comunitarias, sin
embargo no existe mayor desarrollo conceptual con respecto a las empresas comunitarias, puesto que

en su Att. 32 se señala que estas son aquellas cuya mayoúa o totalidad del paquete accionario se

encuentra en poder de la comunidad.

Además, en la propuesta de Ley se da lugar a \a creación de un recurso denominado "de igualdad
laboral". De acuerdo con la definición dada por el tratadista Eduardo Couture, los recursos son,
generalmente, medios de impugnación de los actos procesales. "Realizado el acto, la parte agravíada
por é1, tiene, dentro de los límites que la ley confiera, poderes de impugnación destinados a promover
la revisión del acto y su eventual modificación".

"Recurso quiere decir, literalmente, regreso al punto de partida. Es un re-correr, correr de nuevo, el
camino ya hecho. Jurídicamente la palabra denota tanto el recorrido que se hace nuevamente mediante
otra instancia, como el medio de impugnación por virtud del cual se recorre el proceso".

En el proyecto se contempla en el título VIII a parnr del Art. 35,Ia existencia del recurso de igualdad
laboral, definido como el derecho que cualquier persona puede interponer ante la autoridad laboral
correspondiente, si en el transcurso de un proceso de selección de personal, o luego de que éste se

hubiere realizado, si tuviere indicios debidamente fundamentados de haber sido discriminada en

beneficio de otros concursantes" con la finalidad de demandar la restitución de sus derechos
conculcados. 

aH
7 .X.
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De tal manera y de acuerdo con lo que se encuentra previsto en el proyecto de Ley Orgánica de

Igualdad Laboral, lo que se propone en el mismo, no es la existencia de un "recurso" de igualdad
laboral, considerando que, de conformidad con el Art. 66 del Código de Procedimiento Civil se busca
normar el inicio de una acción en la que se formula una solicitud o reclamación que ha de ser materia
principal del fallo.

En nuestra legislación existen ya recursos pertinentes para los reclamos que tengan que ver con temas
de discriminación, tal y como es la acción de protección contenida en el At. 88 de la Constitución y
39 y siguientes de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional; además,

existe la figura de las medidas cautelares contenida en el Art. 26 y siguientes del citado cuerpo legal,
las cuales pueden ser presentadas de forma conjunta de ser el caso, con la acción de protección como
medida inmediata de evitar o cesar la amenaza o violación de un derecho contenido en la Constitución;
constituyéndose en recursos idóneos que permiten una protección eficaz e inmediata frente a la
conculcación de un derecho constitucional, por 1o que no se justificaría crear un recurso que tiene las

mismas finalidades u objetivos contenidos en la acción de protección.

El proyecto prevé reformas al Código de Trabajo y alaLey Orgánica del Servicio Público. Al primero
para incorporar en su articulado disposiciones relacionadas con la jurisdicción y competencia de los
jueces de trabajo y de los inspectores de trabajo para conocer los "recursos" de igualdad laboral;
además, se señala que el trámite será el establecido en el mismo Código, cuando sea del caso. A la
segunda, igualmente para incorporar disposiciones relativas al procedimiento del "recurso" de igualdad
laboral, otorgando competencia al Ministerio de Relaciones Laborales, con el objeto de que sea el
Viceministerio el que conozca del "recurso" e inicie el trámite sumario administrativo previsto en el
Aft.44 de la LOSEP.

En Ia disposición transitoria primera de este proyecto de ley, se establece que el Ejecutivo deberá
expedir un reglamento al mismo, dentro del cual se deberá señalar el procedimiento para el trámite de

éste recurso, tanto en las instituciones públicas, como en las privadas, pensando especialmente en un
procedimiento expedito, ágll y único, en lo que fuere aplicable.

Además el proyecto podría considerarse como discriminatorio e inconstitucional pues púoriza la
fuerua de traba.jo de aquellas personas que tienen 35 años de edad en adelante, realizando una
aplicacién errónea de lo que corresponde a las acciones afirmativas, contraponiéndose a lo dispuesto
en el Art. 11 numeral 2 de Ia Constitución, el cual se presenta como base para el desarrollo y
presentación del Proyecto de Ley analízado, conforme lo establece en su exposición de motivos.

El proyecto como tal, al establecer una preferencia en la elección y selección de la fuerza laboral a

aquellas personas que se encuentran entre los 35 y 60 años de edad, conctlcaría el derecho de los
jóvenes contenido en el Art. 39 de la Constitución que señala:

"EI Estado garantizará los derechos de las jóvenes y los jóvenes, y promoverá su efectivo ejercicio a
través de políticas y programas, instituciones y recursos que aseguren y mantengan de modo
permanente su participación e ínclusión en todos los ámbitos, en particular en los espacios del podera ,púbtico. rt(

"(A
El Estado reconocerá a las jóvenes y los jóvenes como actores estratégicos del desarrollo del país, t'
Ies garantizará Ia educación, salud, vivienda, recreación, deporte, tiempo libre, libertad de expresión
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y asociación. EI Estado fomentará su incorporación al trabajo en condiciones justas y dignas,
con énfasis en la capacitación, la garantía de acceso aI primer empleo y la promoción de sus
habilidades de emprendimiento. " .

También existen muchos artículos que ya se encuentran definidos en otros cuerpos legales, con los
mismos conceptos establecidos en el mencionado proyecto como la definición de trabajo contenida en
el Art. 8 del Código Laboral, así como también a lo dispuesto en el Art. 5 del proyecto cuando hace
referencia a los derechos laborales, mismos que se encuentran contenidos en los Art. 326 y 11 numeral
6 de la Constitución, de igual forma sucede con lo estatuido en los Art. 6,7, 8 y 9 de dicho proyecto,
que se encuentran ya contenidos en la Constitución y Código del Trabajo. En este sentido, se considera
a lo dispuesto en el Art. 7, como impropio, al redirigir el contenido de un artículo dispuesto en la
Constitución, pues las normas de menor jerarquía deben guardar coherencia y relación mas no
contraponerse a lo dispuesto en aquella.

Conclusiones:

a.- Este proyecto pretende desarrollar el contenido del Art. 11 numeral dos de la Constitución de la
República, el cual hace referencia aI principio de igualdad respecto de la aplicación de los derechos.

El principio en referencia se encuentra desarrollado a lo largo de la Constitución, como un eje
transversal del mismo, el cual conjuntamente con los demás principios deben ser aplicados e

interpretados en forma sistemática dentro de la Constitución, pues así 1o establece la Constitución y la
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

b.- En el artículo 2 del proyecto, al hablar de su ámbito se establece que esta [,ey rige para "los
empleadores de los sectores público y privado". Al respecto cabe advertir que existe una
diferenciación conceptual de lo que corresponde al sector público y al sector privado, pues mientras
que en el sector público su interés primordial es el interés general de una sociedad, en el sector privado
existe un ánimo de lucro, que es controlada por el Estado.

Los Artículos 225 y 226 de la Constitución de la República, el Art. 3 de la LOSEP, y el Art. 4 de Ia
I-ny Orgánica de Empresa Públicas, establecen las instituciones del sector público, y demás
organismos y entidades que lo conforman.

Ley Oryánica del Servicio Público, su reglamento, la Ley de Empresas Públicas y el Código del
Trabajo, son en principio, los cuerpos normativos que regulan todas las relaciones e incidencias
laborales de servidores y obreros del sector público y el sector laboral privado está regido por el
Código del Trabajo.

En virtud de aquello, el ámbito de acción del proyecto de Ley que determina que regirá para todos los
empleadores de los sectores públicos y privados, es violatorio a las competencias establecidas en otros
cuerpos normativos producto de Ia falta de disgresión de los conceptos, derecho público, derecho
privado, sector público y sector privado.

c.- El proyecto como tal, al establecer una preferencia en la elección y selección de la
aquellas personas que se encuentran entre los 35 y 60 años de edad, conculcaría el
jóvenes contenido en el Art. 39 de la Constitución

fuerzalaborala / /
derecho de Io$t/(i\
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d.- Se establecen y regulan los procesos de selección sin consideración alguna del sector laboral. Los
procesos de selección en el sector público se encuentran definidos en la l-ey Orgánica de Servicio
Público y su reglamento, así como también los requisitos para sus concursos, debiendo resaltarse que
en el sector público puede hablarse de este tipo de procesos, mientras que en el sector privado lo que se
aplica es la libre contratación.

Resolución:

A Por las consideraciones expuestas esta Comisión de
Seguridad Social, resuelve emitir informe no favorable
I-ny Orgánica de Igualdad Laboral", por no ser viable.

Votación:

los Derechos de los Trabajadores y la
y recomendar el archivo del proyecto de

A favor: Armando Aguilar, Línder Altafuya, Betty Carrillo, Enrique Henería, Silvia Salgado, Stalin
Subía, Scheznarda Femández.

En contra: Kléver García.

Abstención: Nivea Y élez

Ausentes: Carlos Samaniego, Consuelo Flores.

Con siete votos a favor, uno en contra y una abstención, se aprueba la recomendación constante en el
Informe.

4.- Asambleísta ponente

Asambleísta Scheznarda Fernández Doumet, Presidenta de la Comisión Especializada Permanente de
los Derechos de los Trabajadores y la Seguridad Social.

IJnavezagotado el tercer punto del orden del día, la Presidenta dispone se de lectura al siguiente punto
del orden del día

4. Análisis y votación del Informe para primer debate del Proyecto de Ley Interpretativa de la
Disposición General Primera y Disposición Transitoria Primera del Mandato Constituyente
Número Ocho.

El Asambleísta Línder Altafuya solicita se de lectura a la Disposición Especial ctarta de la Ley
Orgánica de la Función Legislativa: 7a cual señala que "los Mandatos expedidos por la Asamblea
Constituyente están en plena vigencia, para su reforma se adoptarán el procedimienlo previsto en la
Constitución de la República para las leyes orgánicas".

La Presidenta de la Comisión da la palabra al Doctor Augusto Palacios, Asesor de la Comisión con el
objeto de que exponga sobre el Informe para primer debate del Proyecto de Ley Interpretativa de la ¡. /
Disposición General Primera y Disposición Transitoria Primera del Mandato C-onstituyente Númercfu
Ocho y absuelva las inquietudes presentadas por los Asambleístas. 
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Respecto a la duda sobre la retroactividad del proyecto planteado manifiesta que conforme señala las
reglas número 22 y 23 el artículo 7 del Código Civil no existe retroactividad, más que lo previsto en el
Mandato No. 8 constituyente un derecho adquirido de los trabajadores.

Posteriormente la Presidenta de la Comisión dispone se de lectura al Informe que será sometido a

votación:

INFORME PARA PRIMER DEBATE
PROYECTO DE LEY INTERPRETATIVA DB LAS DISPOSICIONES GENERALES

PRIMERA Y SEGUNDA Y DISPOSICTÓN TN¡.NSITORIA PRIMERA DEL MANDATO
CONSTITUYENTE N'8

r.- OBJETO.-

El presente tiene por objeto poner en conocimiento del Pleno de la Asamblea Nacional, el Informe
para Segundo Debate del Proyecto de Ley Interpretativa de la Disposición General Primera y
Disposición Transitoria Primera del Mandato Constituyente N" 8.

2.- ANTECEDENTES..

El Asambleísta Armando Aguilar, ha presentado con Oficio N' 020-AA-AN- del I de marzo deI2012,
el proyecto de ley Interpretativa de la Disposición General Primera y Disposición Transitoria Primera
del Mandato Constituyente N 8, remitido a esta Comisión mediante MEMO SAN 2012-0998, de

fecha 7 de mayo del 2012, suscrito por el Dr. Andrés Segovia Secretario General de la Asamblea
Nacional, disponiéndose el inicio de su tratamiento a partir de esta misma fecha.

La I-ey Interpretativa a la Disposición General Primera según el proponente pretende evitar la
precarización laboral, razón que se constituye en el fin mismo de la emisión del Mandato
Constituyente en referencia. Respecto de la contratación de servicios técnicos especializados en el
sector público, y a fin de que a través de este procedimiento fijado en la normalegal, que además tiene
el rango de ley orgánica, muchas instituciones públicas en base a una interpretación equivocada,
encontraron una vía expedita para desvincular a personas que por sus conocimientos especializados
prestaban servicios para las instituciones del sector público; y, en 1o que respecta aIa interpretación de

la Disposición Transitoria Primera, que en lo principal se refiere a que los trabajadores tercerizados o

intermediados de las instituciones públicas o privadas, organismos seccionales o entidades de derecho
privado en las que bajo cualquier denominación el Estado sus instituciones tiene participación
accionaria mayoritaria y/o aportes directos o indirectos de servicios públicos, serán asumidos por las

empresas usuarias en forma expresa y obligatoria, así como también deberán otorgarles los beneficios
de antigüedad por todo el tiempo laborado para la empresa usuaria que los asumió y asumirá de

manera directa y bilateral; y por otra parte se hace alusión al reconocimiento de un año mínimo de

estabilidad a efectos de la indemnización a favor de los trabajadores en caso de despido intempestivo,
y además dispone que los beneficios de la contratación colectiva de los trabajadores se hagan efectivos¡ rz
apartk del segundo año de relación directa. Á
2.1.- Socialización.- En los días siguientes a su recepción, en cumplimiento a lo señalado por el
artículo 58 de la I-ny Orgánica de la Función Legislativa, se llevó a cabo la Socialización de Ley
Interpretativa a la Disposición General Primera y Disposición Transitoria Primera al Mandato
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Constituyente No 8, para lo cual se ha receptado las observaciones realizadas de parte de los
involucrados en el tema, de los señores Asambleístas integrantes de la Comisión, Ministerio de

Relaciones Laborales, Ministerio de Recursos Naturales No Renovables, EP Petroecuador,
Petroamazonas EP, entre otros.

El representante del Ministerio de Relaciones Laborales dentro del proceso de socialización, indica las

siguientes observaciones: Se menciona que el presente proyecto de Ley Interpretativa, plantea una
retroactividad de la ley, se señala que en el proyecto de ley, la prestación de servicios especializados

debe rcalizarse dentro del domicilio o en las instalaciones del prestador del servicio, 1o cual sería

imposible dercalizar, que la Ley interpretativa se debe aplicar en todas las actividades de las empresas
públicas y privadas y no sólo en el sector hidrocarburífero, es decir debe ser de carácter general; que

las empresas deberían reconocer la relación laboral desde el momento en el que comenzaron a prestar

los servicios'de intermediación y por lo mismo declarar la existencia de la relación laboral desde su

ingreso; que en el proyecto se habla de que sólo se podrá contratar un servicio técnico especializado
cuando sea necesaria una experticia o habilidad específica, pues es de anotar que quienes van a
ejecutar no son precisamente quienes tienen esa habilidad sino mas bien quien ejerce la dirección de

sus trabajadores; que en el sector privado es claro que el servicio técnico especializado no debe

prestarse en actividades directas de la empresa, pero es preocupante que en el sector público no se

pueda contratar servicios técnicos especializados ya que no se podría contar con la tecnología de punta
que las entidades privadas cuentan, ya que tendría que ejercer ella misma su gestión, ya que una

empresa de servicios técnicos especializados no podría ingresar al lugar o domicilio de la empresa
pública.

De la misma manera, los representantes de la empresas Petroamazonas EP y EP Petroecuador señalan
que en la Ley Interpretativa no se está considerando las particulares características que tienen los
sectores estratégicos, en especial el hidrocarburífero, sino que al contrario se busca equiparar los
mismos con otros sectores productivos, señalan que no es conveniente dar un efecto retroactivo a la ley
interpretativa, además de que no se está legislando parala generalidad sino con especial énfasis en las

compañías que ejercen sus actividades en el sector hidrocarburífero.

3.. ANALISIS DE LAS OBSERVACIONES

Base Constitucional y otras leyes:

Constitución de la República del Ecuador

Artículo 229.- Serán servidoras o servidores públicos todas las personas que en cualquier forma o a
cualquier titulo trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro del sector

público.

Los derechos de las servidoras y servidores públicos son irrenunciables.

La ley definirá el organismo rector en materia de recursos humanos, remuneraciones para todo el
sector público y regulaú el ingreso, ascenso, promoción, incentivos, régimen disciplinario, estabilidad,
sistema de remuneración y cesación de funciones de sus servidores. 

/--f I
Las obreras y obreros del sector público estarán sujetos al Código de Trabajo ry/
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La remuneración de las servidoras y servidores públicos será justa y equitativa, con relación a sus

funciones, y valorurá la profesionalización, capacitación, responsabiiidad y experiencia.

Artículo 33.- El trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho económico, fuente de

realización personal y base de la economía. El Estado garantizuá a las personas trabajadoras el pleno
respeto a su dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el desempeño de un
trabajo saludable y libremente escogido o aceptado.

Artículo 11.- EI ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios:

3. Los derechos y garuntías establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de

derechos humanos serán de directa e inmediata apIícación por y ante cualquier servidora o servidor
público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte.

Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se exigirán condiciones o requisitos
que no estén establecidos en la Constitución o la ley.

Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica para justificar su

violación o desconocimiento, para desechat Ia acción por esos hechos ni para negar su reconocimiento.

8. El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través de las normas, la
jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado generuríy garuntizará las condiciones necesarias para

su pleno reconocimiento y ejercicio.

Será inconstitucional cualquier acción u omisión de carácter regresivo que disminuya, menoscabe o
anule injustificadamente el ejercicio de los derechos.

Artículo 326.-EI derecho al trabajo se sustenta en los siguientes principios:

2.Los derechos laborales son irrenunciables e intangibles. Será nula toda estipulación en contrario.

3. En caso de duda sobre el alcance de las disposiciones legales, reglamentarias o contractuales en

materia laboral, estas se aplicarán en el sentido más favorable a las personas trabajadoras.

Artículo 327.- La relación laboral entre personas trabajadoras y empleadoras será bilateral y directa.

Se prohíbe toda forma de precarización, como la intermediación laboral y la tercerizaciín en las

actividades propias y habituales de la empresa o persona empleadora, la contratación laboral por horas,
o cualquiera otra que afecte los derechos de las personas trabajadoras en forma individual o colectiva.
El incumplimiento de obligaciones, el fraude, la simulación, y el enriquecimiento injusto en materia
laboral se penalizarán y sancionarán de acuerdo con la ley.

Artículo l2O.- La Asamblea Nacional tendrá las
determine la ley:

siguientes atribuciones y deberes, además de las que
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6. Expedir, codificar, reformar y derogar las leyes, e interpretarlas con carácter generalmente

obligatorio.

Otras Leyes

Artículo 3 del Código Civil.- Solo al legislador toca explicar o

generalmente obligatorio, esto en concordancia con los numerales

cuerpo de Ley.

interpretar la Ley de un modo
I y 2 del artículo 18 del mismo

Artículo 634 del Código del Trabajo- El término para declarar el abandono de una instancia o

rocurso, dentro de unjuicio laboral o ante autoridad del trabajo, será de ciento ochenta días...y será de

oficio o a petición de parte.

Artículo 635 del Código del Trabajo.- Las acciones provenientes de los actos y contratos prescriben

en tres años.

Artículo 7 del Código Civil.- LaLey no dispone sino para 1o venidero, no tiene efecto retroactivo; y
en conflicto de una Ley posterior con otra anterior, se observatánlas reglas siguientes:. ..",ÍegIa"22^.-
Lo que una Ley posterior declara absolutamente imprescriptible, no podrá ganarse por tiempo, bajo el

imperio de la nueva ley anterior que autonzaba la prescripción; y," de igual manera Iaregla decimo
tercera dispone "23".-Las leyes que se limiten a declarar el sentido de otras leyes se entenderán

incorporadas en estas;"

El presente Proyecto de Ley Interpretativa de ia Disposición General Primera, a la que también
debe referirse la disposición General Segunda, del Mandato Constituyente No 8, pretende limitar las

interpretaciones indebidas, y aclarar el verdadero espíritu de la norma contenida en el Mandato
Constituyente N" 8 respecto de la contratación de servicios técnicos especializados, de contratar
civilmente para la prestación de servicios especializados en las labores que no sean propias y
habituales de las instituciones contratantes sino que se refieren a asuntos técnicos especializados para

alguna rama o labor especial no habitual, pues la diferencia fundamental de este tipo de contratación,
sería la dependencia entendida como la facultad de dar órdenes de fijq un horario etc., lo que se debe

entender que aquellas personas contratadas bajo esta modalidad tienen sus propias ideas, 1o que la
jurisprudencia señala como por ejemplo que a un profesional médico no se le puede dirigir indicando
como debe operar, o curar, es el profesional especializado quien debe saber cómo desarrollar su

trabajo, en base desde luego a las directrices del aquel que contrató su servicio; y lo que se pretende

con esta Ley Interpretativa es también que se cumpla el verdadero propósito del Mandato
Constituyente N" 8 en su Disposición General Primera y Segunda, de que los trabajadores tengan
relación directa y bilateral con las compañías usuarias y no con las empresas de servicios
especializados.

Por tanto, es opinión de esta Comisión que es menester realizar un análisis de las observaciones

realizadas al piesente proyecto de ley interpretativa, con la finalidad de determinar su pertinencia y
viabilidad, y en caso de no ser viable, corregir y pulir los puntos controvertidos, para de esta ^u"7V
cumplir el verdadero propósito de esta ley interpretatíva. /fr(/\
Respecto de la Disposición Transitoria Primera del Mandato Constituyente No. 8, las empresas

usuarias del sector público o privado debieron asimilar directamente a los trabajadores contratados
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bajo la modalidad de tercerizaciín, en el plazo fijado por la norma legal, es decir si el Mandato
Constituyente No 8 se dicto en el mes de abril del dos mil ocho, a esta fecha debieron ya cumplirlo, y
en todas las instituciones públicas, o privadas en las que tenga participación el Estado, ya son parte
directa del personal de esas instituciones. Debiendo hacer la distinción necesaria del personal que por
sus labores debe sujetarse al Código del Trabajo y de aquellos que deben estar sujetos a la Ley
Orgánica del Servicio Público en armonía con lo que dispone el artículo 229 de la Constitución de la
República en concordancia con el artículo 3 de la LOSEP y artículo 9 del Código del Trabajo.

De las denuncias receptadas en esta Comisión se presentan las interrogantes sobre la verdadera
aplicación del contenido del Mandato respecto de la incorporación de los trabajadores y obreros de
manera directa e inmediata a las instituciones públicas y/o privadas(usuarias), si en el caso de
terminación de la relación laboral se ganntizó el derecho a la estabilidad de un año previsto en el
mismo, y si los beneficios por antigüedad por el tiempo laborado bajo la modalidad de tercerización
ya eliminada fueron respetados , unarazón más para que se considere necesaria esta ley interpretativa.

Para el caso de la terminación de la relación laboral de manera unilateral, por voluntad del empleador,
se garuntiza la estabilidad de un año, más una indemnización por cada año de trabajo laborado para
las empresas usuarias públicas o privadas, por lo que hay que tener en cuenta el límite de esta
indemnización que rija el mismo Mandato Constituyente No 8. No hay que dejar de lado la posibilidad
con esta interpretativa de reclamaciones judiciales de aquellos trabajadores inmersos en estas
circunstancias, lo que provocaúa un egreso no previsto y por consiguiente ampliar la brecha fiscal
que actualmente tiene el Estado, pero que en todo caso no es responsabilidad de los trabajadores y
obreros a quienes se les ha vulnerado sus derechos consagrados en la Constitución y otras leyes.

En el caso de los trabajadores sujetos al Código de Trabajo -obreros-, para los beneficios de la
contratación colectiva, la norma contenida en el Mandato Constituyente No. 8 es clara en señalar que
se harán efectivos a partir del segundo año de haber sido vinculados directamente como trabajadores
de la institución, sin embargo de esta Ley Interpretativa, por el transcurso del tiempo (cuatro años)
los obreros ya tienen este derecho.

En consecuencia, la presente Ley Interpretatíva, es de carácter general, no dirigida a un determinado
sector, respetando las características especiales y particulares de cada una de ellas.

En cuanto se refiere ala reftoactividad indicada en varias de las observaciones realizadas al contenido
proyecto de ley, se determina que no existe retroactividad alguna, pues los derechos de los trabajadores
y obreros, a partfu de la emisión del Mandato Constituyente N" 8, es un derecho Constitucional
adquirido que se encuentra por encima de cualquier otra Ley y no puede estar sujeto a términos o
plazos para ejercer su acción, según los mismas disposiciones legales y Constitucionales antes
invocadas; sin embargo de aquello es necesario regular las condiciones y parámetros de los
trabajadores para su derecho adquirido; en tal virtud la empresa empleadora debe asumir sus
obligaciones.

En conclusión,la Constitución de la República del Ecuador, norma suprema que está por encima de la
ley, es clara y determinante al establecer que los derechos de los trabajadores son irrenunciables e
intangibles, que el trabajo es un derecho y un deber social que se desarrollará de manera progresiva, de r
inmediata aplicación, que la relación entre empleador y trabajador es bilateral y directa, y que prohíbe7\ /
toda forma de precarización como la intermediación laboral y la tercerización en las actividarledá*-"/\
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propias y habituales de la empresa o persona empleadora, entre otros derechos y principios
fundamentales, por lo que hace viable este proyecto de ley interpretativa, que de ninguna maneta
plantea una retroactividad de la ley, pues los derechos de los trabajadores son derechos adquiridos que
nacieron con el Mandato Constituyente N" 8, que principalmente busca eliminar la intermediación y la
tercerización laboral, de manera que el artículo 7 de la Codificación del Código Civil, prescribe que
"La I-ny no dispone sino para lo venidero: no tiene efecto retroactivo; y en conflicto de una Ley
posterior con otra anterior, se observarán las siguientes reglas: 22".-Lo que una Ley posterior declara
absolutamente imprescriptible, no podrá ganarse por tiempo, bajo el imperio de la nueva ley anterior
que autoriz aba la prescripció n" ; y , "23u .-Las leyes que se limiten a declarar el sentido de otras leyes se
entenderán incorporadas en estas;" por manera que no existe ninguna retroactividad de la ley conforme
la norma invocada. Ahora bien respecto de que el Estado tiene que desembolsar cuantiosas
indemnizaciones y liquidaciones, lamentablemente inobservado y mal interpretaron las normas
contenidas en el Mandato Constituyente No 8, que son de inmediata aplicación, por consiguiente los
derechos de los trabajadores previstos en la Constitución de la República del Ecuador deben ser
reivindicados por intermedio de esta Comisión a través de este proyecto de ley interpretativa,
conforme a 1o dispuesto en el artículo 3, de la Codificación al Código Civil que señala: "Solo al
legislador toca explicar o interpretarla ley de un modo generalmente obligatorio", en concordancia
con la facultad conferida para los legisladores en el numeral 6 del artículo 120 de la mentada
Constitución.

Para terminar, a pesar de que existen normas que regulan la aplic ación de las disposiciones
establecidas en las Disposiciones General Primera y Segunda y la disposición Transitoria Primera del
Mandato Constituyente N" 8, ante la equivocad,a aplicación e interpretación que han dado a las
mismas, así como a su inobservancia, y en base a las observaciones y estudio jurídico pormenorizado
de la presente Ley interpretativa, con los cambios insertados; esta Comisión considera que es
necesaria su interpretación, a fin de evitar la precafización de los trabajadores inmersos en este tema,
sin pretender modificar o reformar el Mandato Constituyente No 8, sino más bien aclarar su sentido y
espíritu para el cual fue concebido.

4. CONCLUSIÓN

Por todas las consideraciones expuestas, esta Comisión recomienda su aprobación bajo las
consideraciones realizadas y las modificaciones sugeridas.

5. ASAMBLEÍSTA PONENTE

Asambleísta Armando Aguilar.

6. TEXTO ALTERNATIVO

En adjunto.

LA ASAMBLEA NACIONAL

EXPOSICTÓN NN MOTIVOS
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El 30 de abril de 2008, la Asamblea Nacional Constituyente aprobó el Mandato Constituyente
No. 8, publicado en el Registro Oficial No. 330 del martes 6 de mayo del 2008; a través del cual, se

elimina y prohíbe latercerización y la intermediación laboral y cualquier forma de precarización
de las relaciones de trabajo en las actividades a las que se dedique la empresa o empleador.

Mediante Decreto Ejecutivo II2I del 3 de junio de 2008, el Presidente de la República, dictó el
Reglamento al Mandato Constituyente Número 8 con el fin de precisar 7a aplicaciín de las normas
contenidas en el referido mandato y específicamente en el artículo 16 define la Contratación civil de

servicios técnicos especializados: "Se podrá contratar civilmente servicios técnicos
especializados ajenos a las actividades propias y habituales de la empresa usuaria, tales como
los de contabilidad, publicidad, consultoría, auditoría, jurídicos y de sistemas, entre otros, que
serán prestados por personas naturales y jurídicas en sus particulares instalaciones,
con su propio personal, las que contarán con la adecuada infraestructura física y
estructura organizacional, administrativa y financiera..." El segundo inciso del artículo
de la referencia dispone: "Se prohíbe vincular en esta forma de contratación civil a los
denominados contratos de "servicio prestado", de "prestación de servicios" o de "servicios
profesionales", que varios empleadores han venido utilizando para encubrir relaciones laborales
claramente tercerizadoras o intermediadoras, con efectos visiblemente precarizadores para el
trabajador, perjudicándole, simulando una relación contractual de carácter civil, con la
exigencia de presentación facturas para el pago de supuestos "honorarios", cuando en realidad
dicha relación corresponde y se sujeta al ámbito jurídico laboral, esto es, al Código del
Trabajo, por reunir los tres elementos que integran y definen al contrato de trabajo, a saber: a)
prestación de servicios lícitos y personales; b) relación de dependencia o subordinaciónjurídica
que implica horario de trabaj o y acatamiento de las órdenes o disposiciones del
empleador; y, c) Una remuneración". Esta prohibición aclara de manera indubitable el espíritu del
Mandato Constituyente No. 8, que es evitar la precarización laboral utilizando términos
inadecuados y alejados al verdadero sentido del mandato para simular una relación
contractual eminentemente laboral.

Desde la vigencia del Mandato Constituyente Número Ocho, no se ha respetado su espíritu
y más bien se ha buscado subterfugios, interpretaciones ilegales y contradictorias a

determinadas disposiciones del Mandato Constituyente Número Ocho para seguir perjudicando a

los trabajadores, a través de procesos de contratación precarios. La voluntad del asambleísta
constituyente fue la de avaÍzan en una política de protección de los derechos de los
trabajadores, dejar atrás Ia vía de la flexibilización laboral y una de sus peores facetas que
constituyen Ia tercerizaciín, la intermediación y cualquier otra forma precaria de contratación
laboral. Jamás fue su intención dejar brechas para que por allí se deslicen normas o prácticas
regresivas tanto o más dañinas que las que se buscaban superar.

En la práctica aqueilos trabajadores que han pasado al sector público o empresas públicas en

virtud del Mandato Constituyente Número Ocho, han debido soportar la disminución de sus
ingresos bajo el ilegal e inconstitucional argumento que anteriormente las terceizadoras y/o
intermediadoras pagaban rubros, "que legalmente hoy no pueden pagar en el sector público",
como es el caso que si los trabajadores laboran ochenta, cien o más horas extras o extraordinarias
no pueden ser pagadas porque el Código del Trabajo establece un límite, alimentación, alojamiento,
situación geográfica y otros rubros que las empresas usuarias si reconocían a través de los
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contratos mercantiles; esta ilegal interpretación está causando un grave perjuicio a los

trabajadores y a sus familias.

Tampoco, significa que las compañías usuarias empleadoras puedan rebajar sus remuneraciones,
como ha ocurrido en estos tres años después de la vigencia del Mandato Constituyente Número
Ocho, pues, esta malapráctica está enclara contraposición con 1o dispuesto en el Art. 11, numeral

8, inciso segundo, que impide la regresión de derechos y con los Principios del Derecho

Laboral de Reserva de Legalidad, Irrenunciabilidad, Intangibilidad y del Indubio Pro-labore,

establecidos en el Art.326, numerales 2 y 3 de la Constitución de la República del Ecuador, y en las

normas de la OIT, del cual es suscriptor el Estado ecuatoriano.

Contrariamente a la política laboral del gobierno, la actual ptáctica de los represontantes de las

empresas del sector público y privado, afecta a los derechos de las personas trabajadoras en forma
individual y colectiva, contraviniendo el artículo 327 de la Constitución de la República, que manda
que la relación laboral con los trabajadores debe ser directa y bilateral.

El cuarto inciso de la disposición transitoria primera del Mandato Constituyente Número Ocho,

dispone que: "Los trabajadores intermediados también serán asumidos de manera directa por las

instituciones del sector público, empresas públicas estatales, organismos seccionales y por las
entidades de derecho privado en las que, bajo cualquier denominación, naturaleza o estructura
jurídica, el Estado o las instituciones tienen participación accionaria mayoritaia ylo aportes

directos o indirectos de recursos públicos, siempre y cuando hayan prestado sus servicios por más

de 180 días con anterioridad a Ia aprobación de este mandato. Exclusivamente los obreros se

incorporarán a los beneficios de la contratación colectiva a partir del segundo año de relación
laboral directa, luego de que sean revisados los excesos de la contratación colectiva".

Son miles los trabajadores que cumplían el requisito antes indicado, que han trabajado durante años

antes de la aprobación del Mandato en análisis, pero que no han sido asumidos de manera directa y
bilateral. Igualmente los excesos de la contratación colectiva ya fueron revisados, corregidos y
enmendados, por 1o que no hay razón para seguir esperando más allá del segundo año para efectos de

reconocer los derechos a la contratación colectiva.

Desde el 6 de mayo del 2008 hasta la actualidad, transcuffe ya el cuarto año de relación laboral que

debió ser directa y de asumir a los trabajadores que cumplían el requisito de los 180 días previos a la
vigencia del Mandato Constituyente Número Ocho; por lo que dichas Compañías del sector
público debió ya haberlos incorporado a los beneficios de la contratación colectiva, cosa que aún no

ocuffe.

La Disposición Transitoria Tercera del Mandato Constituyente Número Ocho, en su primer inciso
dispone que "Las cláusulas de los contratos colectivos de trabajo que se encuentran vigentes y que

fueron suscritos por las instituciones del sector público, empresas públicas estatales, organismos f ^seccionales y por las entidades de derecho privado en las que, bajo cualquier denominación{l¿/
naturaleza o estructura jurídica, el Estado o sus instituciones tienen participación accionaria 1\
mayoritariay/o aportes directos o indirectos de recursos públicos, serán ajustadas de forma automática

a las disposiciones de los Mandatos Constituyentes y regulaciones que dicte el Ministerio de Trabajo
y Empleo, en el plazo de ciento ochenta días". A estas alturas del tiempo, la contratación colectiva ya
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no representa excesos ni privilegios a favor de pocos ni una amenaza a la estabilidad económica de la

empresa y el país.

A pesar que la Disposición Final Tercera del referido Mandato Constituyente, establece
que: 'Este Mandato es de obligatorio cumplimiento y en tal virtud, no será susceptible de queja,

impugnación, acción de amparo, demanda, reclamo, criterio o pronunciamiento administrativo o

judicial alguno y enffará en vigencia en forma inmediata, sin perjuicio de su publicación en la
Gaceta Constituyente y/o en el Registro Oficial". No se ha cumplido a cabalidad por parte de una
gran cantidad de empresas Públicas, fundamentalmente.

Trabajadores intermediados no son solo aquellos que tenían un contrato laboral, asídenominado,
sino todos aquellos que tenían las características típicas de la intermediación laboral. La
intermediación es una situación fáctica independientemente de los contratos o documentos con que

se la pretenda disfrazar. De hecho existen trabajadores que por años vienen laborando de manera

directa en las labores habituales y productivas de la compañía usuaria y gue, sin embargo, no han
sido asumidos de manera directa.

Procede, en consecuencia, que los trabajadores asumidos por las empresas usuarias y que por
cualquier causa no hayan accedido a los beneficios de Ia contratación colectiva serán incorporados
inmediata y automáticamente y se pagarán sus beneficios, puesto que el año del que señala el
Mandato Constituyente Número Ocho, fue para depurar los abusos y privilegios de los contratos
colectivos, no para perjudicar a los trabajadores en sus justas aspiraciones.

CONSIDERANDO

Que, el numeral 8 del artículo 11 de la Constitución de la República, establece que "El contenido de

los derechos se desarrollará de manera progresiva a través de normas, la jurisprudencia y las
políticas públicas. El Estado generará y garantizará Ias condiciones necesarias para su pleno
reconocimiento y ejercicio.- Será inconstitucional cualquier acción u omisión de carácter
regresivo que disminuya, menoscabe o anule injustificadamente el ejercicio de los derechos";

Que, la Constitución de la República en su artículo 326, estaitye los principios en los que se

fundamenta el Derecho del Trabajo, que para el presente caso, la arbitraria y errónea
interpretación, ha buscado como medio de evadir responsabilidades y obligaciones dispuestas en

el Mandato Constituyente Número Ocho, constituyendo, por tanto, una violación a los Principios
Laborales 1,2,3 y 4 del referido artículo constitucional;

Que, el numeral 6, del Art. I2O de la Constitución de la República, entre las atribuciones de la
Asamblea Nacional, señala la de expedir, codificar, reformar, derogar leyes e

interpretarlas con el carácter generalmente obligatorio; 
.{1

Que, el Art. 3 de la Codificación det Código Civil, establece que "Sólo al legislador toca explicar e'X
interpretar la ley de un modo generalmente obligatorio". Además, los numerales 1 y 2, eI Art. 18 de la
Codificación Civil referida, señala que "Cuando el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su

tenor literal, a pretexto de consultar su espíritu..."."Las palabras de la ley se entenderán en un
sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el legislador
las haya definido expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su significado legal";
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Que, los artículos 69 y siguientes de la I,ey Orgánica de la Función Legislativa establecen el trámite
para la aprobación de una Ley Interpretativa;

Que, a pesar de la expedición del Mandato Constituyente Número Ocho, que elimina y prohíbe la
terceización e intermediación laboral, subsisten, en la práctica, empresas usuarias del Estado que
están contratando personal a través de la figura de contratación de servicios técnicos especializados,
desarrollando actividades que deben ser asumidas directamente por el Estado y sus Instituciones o
empresas públicas y que las vienen cediendo víaterceúzación a las compañías del sector privado;

Que, el {rt. L7I del Código de Trabajo, determina que: 'En caso de cesión o enajenación de la
empresa o negocio o cualquier otra modalidad por la cual la responsabilidad patronal sea asumida
por otro empleador, éste estará obligado a cumplir los contratos de trabajo del antecesor. En el caso
de que el trabajador opte por continuar con la relación laboral, no habrá lugar al pago de
indemnizaciones";

Que, se está interpretando de modo erróneo y arbitraúo las Disposiciones Generales Primera y
Segundo, del Mandato Constituyente No. 8, en cuanto a los servicios técnicos especializados
que podrán ser contratados civilmente con respecto a la empresas del sector estratégico,
obligando a que los trabajadores tengan relación directa y bilateral con la empresa de servicios
especializados y más no con la compañía usuaria como es el espÍritu de la noÍna del mandato. Esta
clase de interpretaciones extensivas, erróneas y arbitrarias por parte de funcionarios de empresas
públicas y representantes de los empleadores de las empresas privadas para incluir como servicios
técnicos especializados a trabajadores que laboran en las instalaciones de las empresas usuarias, violan
el Mandato Constituyente Número Ocho y perjudican de modo sistemático los derechos de los
trabajadores y mantiene la precarizaciín laboral;

Que, la Disposición Transitoria Primera del Mandato Constituyente Número Ocho, expresamente
establece que: "a partir de la vigencia del presente Mandato, los trabajadores intermediados cuya
prestación de servicios se rigió por la Ley Reformatoria al Código del Trabajo, mediante la cual
se reguló Ia actlidad de intermediación laboral, y de tercerización de servicios complementarios,
publicada en el Suplemento del Registro oficial No. 298 de 23 de junio del2006, serán asumidos de
manera directa por las empresas del sector privado que contrataron con las intermediarias laborales,
empresas usuarias que en lo sucesivo serán consideradas para todos los efectos como empleadoras
directas de dichos trabajadores, quienes gozarán de un año mínimo de estabilidad, con una relación
que so regirá por las normas del Código del Trabajo";

Que, la frase: "quienes gozarán de un año mínimo de estabilidad", utilízad.a en la primera
disposición transitoria del Mandato Constituyente número ocho, ha dado lugar a interpretaciones
imprecisas y arbitrarias que perjudican a los trabajadores y trabajadoras estables y permanentes de , .
las empresas usuarias; dl
Que, hasta el momento se sigue discriminando ilegalmente a trabajadores incorporados en virtud'
del Mandato Constituyente Número Ocho, frente a aquellos que venían laborando directamente
para las empresas y entidades del sector público o privado, en cuanto a remuneraciones y demás
beneficios sociales como alimentación, alojamiento, transporte, y otros derechos contemplados
en el Código del Trabajo y en la contratación colectiva de dichas empresas;
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Que, Mediante Decreto Ejecutivo No. 1121 del 3 de junio de 2008, el Presidente de la República, dictó el
Reglamento al Mandato Constituyente Número Ocho y en el segundo inciso del Artículo 16 "Se

prohíbe vincular en esta forma de contratación civil a los denominados contratos de "servicio
prestado", de "prestación de servicios" o de "servicios profesionales" que varios empleadores han

venido utilizando para encubrir relaciones laborales sujetas y reglamentadas por el Código del
Trabajo, perjudicando al trabajador, simulando una relación contractual de carácter civil, con la
exigencia de que éste presente facturas para el pago de supuestos "honorarios", cuando en
realidad dicha relación corresponde al ámbito jurídico del Código del Trabajo, por reunir los tres

elementos que integran y definen al contrato de trabajo: a) prestación de servicios lícitos y
personales; b) relación de dependencia o subordinación jurídica que implica horario de trabajo y
acatamiento de las órdenes del empleador; y, c) una romuneración legal o pactada"; y, por cuanto
la actividad o naturaleza de trabajo desempeñada o 1o que la doctrina denomina "el contrato
realidad", es eminentemente material y mecánico;

La Asamblea Nacional, en uso de las atribuciones que le confiere la Constitución y la ley, expide la
sieuiente:

LEY INTERPRETATIVA DE LAS DISPOSICIONES GENERALES PRIMERA Y
SEGUNDA Y DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA DEL MANDATO

CONSTITUYENTE N'8

Artículo. l.- Interpretase las Disposiciones Generales Primera y Segunda, del Mandato
Constituyente N" 8 de la siguiente manera:

a) En la Disposición General Primera y Segunda que se refiere a la facultad que se les confiere a las

empresas del sector estratégico público, para que contraten civilmente los servicios especializados
que requieran dichas empresas, deberá entenderse de manera obligatoria que dichos servicios técnicos
especializados, corresponden lúnica y exclusivamente a aquellas actividades que sean realizadas por
personas naturales y jurídicas, con su propio personal, con sus propios equipos, maquinaria y
herramientas, las que contarán con la adecuada estructura física y estructura organizacional,
administrativa y financiera.

b) Los servicios técnicos especializados corresponden a la prestación de servicios que requieren de
preparacíón académica, profesional, experiencia o cierto grado de calificación o capacitación, acorde
con las necesidades específicas y la complejidad del trabajo que van a prestar a las empresas públicas o

privadas.

c) De modo general, el servicio técnico especializado es aquel destinado a solucionar problemas 
"

*j.**ffi::: ffiJ iH# ::":#:::ff;::;,i-", ",,#inmersas en los requisitos del Contrato Individual de trabajo, que exige el Art. 8 del Código del
Trabajo, por lo que bajo ningún concepto se tendrán a los servicios técnicos especializados, a aquellas
actividades propias y habituales, que revisten un ejercicio intelectual, manual o mecánico y que son
realizados en las instalaciones o en la infraestructura física de las compañías o entidades del sector
público o privado. En el caso de las instituciones públicas, los trabajadores que no sean obreros serán
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asumidos y se sujetarán a las disposiciones de la Ley Orgánica del Servicio Público, en concordancia
con lo dispuesto en el artículo 229 de la Constitución de la República del Ecuador; y, en el caso de las

Empresas Públicas se sujetarán alaI-ny Orgánica de Empresas Públicas.

e) Se prohíbe vincular en esta forma de contratación civil a los denominados contratos de "servicio
prestado", de "prestación de servicios" o de "servicios profesionales" y otras denominaciones que sean

utilizadas para encubrir relaciones laborales directas, perjudicando al trabajador, simulando una
relación contractual de carácter civil, cuando en realidad dicha relación corresponde y está sujeta al
Código del Trabajo, por reunir los tres elementos que integran y definen al contrato individual de

trabajo: a) prestación de servicios lícitos y personales; b) relación de dependencia o subordinación
jurídica que implica horario de trabajo y acatamiento de las órdenes del empleador; y, c) una
remuneración legal o pactada.

f) Las personas que trabajen para una persona natural o jurídica prestadora de servicios técnicos
especializados, tendrán relación directa y bilateral con éstas, sin perjuicio de la responsabilidad
solidaria que tendrán las empresas o instituciones usuarias de los servicios, en virtud de la cual,
controlarán que se cumpla con las obligaciones en favor de los trabajadores, antes de cancelar las
obligaciones contractuales o devolver Ias garantías a la persona natural o jurídica prestadora de los
servicios.

En lo demás se estará a lo dispuesto en los artículos 15 y 16 del Capítulo III, de la Contratación de

Servicios Técnicos Especializados, del Reglamento para la Aplicación del Mandato Constituyente N"
8.

Artículo 2.- Interprétese Ia Disposición Transitoria Primera del Mandato Constituyente N" 8, en
el siguiente sentido:

a) Se interpreta la Disposición Transitoria Primera del Mandato Constituyente N" 8, en el sentido
expreso y obligatorio, quo los trabajadores tercerizados e intermediados serán asumidos directamente
por las empresas usuarias privadas o por las instituciones del sector público, empresas públicas,
organismos seccionales o entidades de derecho privado en las que bajo cualquier denominación,
nattxaleza o estructura jurídica, el estado o sus instituciones tienen participación accionaria
mayoritaria y/o aportes directos o indirectos de recursos públicos; quienes serán consideradas como
empleadoras directas de dichos trabajadores, a partir de la vigencia del Mandato Constituyente No. 8.

b) Tendrán derecho a un año mínimo de estabilidad y ante el despido intempestivo se les índemnizarát
con el año de estabilidad más una remuneración por cada año de trabajo laborado para las empresas
usuarias privadas o públicas. El año de estabilidad será considerado también para el cálculo del
desahucio.

c) Una vez qve se han revisado los excesos de la contratación colectiva y de que han transcurrido más
de un año en la vigencia del Mandato Constituyente N" 8, todos los obreros asumidos y que se

asumirán de manera directa y bilateral deben ser incorporados inmediatamente a los beneficios del
contrato colectivo, de conformidad a las normas establecidas en el reglamento paruIa aplicación dgl

L/Mandato Constituyente No 8. , 
f
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En lo demás se atendrán a 1o dispuesto en los artículos 15 y 16 del CAPITULO III, de la Contratación
de Servicios Técnicos Especializados, del Reglamento para la Aplicación del Mandato Constituyente
N'8.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA.- El Ministerio de Relaciones Laborales dentro del plazo de sesenta (60) días, posteriores a
la vigencia de esta Ley, en cumplimiento de la misma, realizará las auditorías e inspecciones que
correspondan a fin de verificar los casos en que la empresas usuarias del sector público o privado no
hayan incorporado a los trabajadores o trabajadoras directos, permanentes o estables; o que las
empresas del sector público o privado hayan estado pagando a sus trabajadores remuneraciones
inferiores a las que percibían en las intermediadoras, tercerizadoras y/o de cualquier otra modalidad.
En caso de ser necesario realízará las liquidaciones y reliquidaciones y dispondrá el pago inmediato y
además vigilara la incorporación a los beneficios de la contratación Colectiva vigente de los
trabajadores asumidos por las empresas usuarias.

Sin perjuicio de 1o establecido en la presente disposición, el Ministerio de Relaciones Laborales, de
oficio o a petición de cualquier persona interesado, podrá en cualquier tiempo, iniciar auditorías,
inspecciones y demás investigaciones con la finalidad de determinar los casos de incumplimiento de
las disposiciones establecidas en el Mandato Constituyente No. 8, exigir su inmediato cumplimiento y
aplicar las sanciones coffespondientes.

SEGUNDA.- Los trabajadores asumidos por las empresas usuarias, que cumplan los requisitos del
reglamento para Ia aplicación del Mandato Constituyente N" 8, y que por cualquier causa no hayan
accedido a los beneficios de la contratación colectiva, serán incorporados a ella inmediata y
automáticamente, previa observancia de los requisitos dispuestos en el reglamento parala aplicación
del Mandado Constituvente N" 8.

DISPOSICION FINAL
UNICA.- La presente I-ny entrará en vigencia apartir de su publicación en el Registro Oficial.

Moción propuesta por el Asambleísta Armando Aguilaro apoyada por el Asambleísta St¿lin
Subía.- Se proceda con la votación del informe y articulado respecto del proyecto de ley interpretativa
de las disposiciones generales primera y segunda, y disposición transitoria primera del Mandato
Constituyente No. 8.

Votación:

A favor: Armando Aguilar, Línder Altafuya, Kléver García, Silvia Salgado,
Y éIez, S cheznarda F ernández.

Abstención: Betty Carrillo.

Ausentes: Consuelo Flores, Enrique Henería, Carlos Samaniego.

Stalin Subía. Nívea

Con siete votos a favor y una abstención se aprueba la moción presentada por el Asambleísta Armando
Aguilar y por consiguiente el Informe para Primer Debate del proyecto de ley interpretativa de las

6,
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disposiciones generales primera y segunda,
Constituyente No. 8.

Una vez agotados todos los puntos del orden del
siendo las dieciocho horas dos minutos.

y disposición transitoria primera del Mandato

día,7a presidenta dispone la clausura de la sesión,

Conforme al artículo I4l delaI-ey Orgánica de la Función Legislativa, en caso de existir divergencias
entre la presente actay la grabación magnetofónica, prevaleceráIaúltima en mencionarse.

Para constancia de lo actuado firman conjuntamente la Presidenta de la Comisión y el Secretario
Relator.

RELATOR
Ab. Scheznarda Fernán dez D.
PRESIDENTA C.D.T.S.S.

ffi'%
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